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Concepto
      2.1. Significación y alcance general. 

Indudablemente adentrarse en la significación y alcance del concepto de los Actos administrativo es una tarea ligada remota y actualmente al devenir del Derecho Administrativo, por lo que hay hacer  un amplio recorrido histórico conceptual para manifestar su amplia importancia en la materia.

      Hemos de partir del antecedente más remoto en el que se ancla al origen del concepto, y éste lo encontramos en Francia, ligado como expresión práctica al principio de la separación entre Administración y Justicia; se trataría en todo caso de un acto jurídico exento del poder jurisdiccional del juez en cuanto producto de la autoridad administrativa y, por ello sometido sólo al control de ésta (en la que se incluyen como se recordará, los órganos de lo contencioso- administrativo en su primera configuración). Este planteamiento se ha prolongado en Francia virtualmente hasta hoy. Por un lado, en razón del papel central, que en su sistema tiene la partición de las competencias jurisdiccionales ( ordinaria y contencioso-administrativa) En segundo lugar, por el esfuerzo teórico que iniciado por Duguit y su escuela pretende tipificar un concepto abstracto de  acto jurídico como  expresión de  de cada una de las funciones del Estado (acto normativo, acto jurisdiccional, acto subjetivo, acto condición; estos dos últimos, en cuanto realizados por el Estado, serían las formas típicas del acto administrativo)
. Otra segunda dirección pretende caracterizar el acto administrativo por las notas de auto tutela que en sí contiene. Aquí en esta dirección se encuentran dos tendencias, por una parte la que arranca  de Otto Mayer en Alemania- la que comentaremos más ampliamente- y hoy aún dominante en este país, para el que el Derecho Administrativo moderno está dominado por el concepto de acto administrativo que formula la teoría del acto administrativo sobre el modelo de la sentencia judicial, como acto que decide autoritariamente la situación del súbdito en un caso individual; en otro extremo la teorización de una “decisión ejecutoria” como acto administrativo prototípico, que parte de Saurio y que se mantiene aún en la doctrina francesa.
     Pero al entender de los profesores mencionado en la nota 1, esas dos concepciones son notoriamente imprecisas desde su punto de vista. La primera ( que ha inspirado, con algún matiz,  una obra reciente del Prof. Raúl Bocanegra Sierra) que liga el concepto del acto administrativo a la división de poderes, porque resulta a priori difícil y en la práctica totalmente imposible caracterizar cada uno de los poderes en la producción de un acto jurídico típico y unitario; los poderes no están divididos como supuestas funciones abstractas de modo que cada uno tenga que expresarse necesariamente en una forma única, sino que son más bien, según nos consta complejos organizatorios de principios políticos diversos pero en cuyo funcionamiento se dan necesarios paralelismos e incluso identidades técnicas ( por ejemplo los actos de administración de los cuerpos legislativos, o la policía de sala, o la jurisdicción voluntaria, o los actos procesales distintos de la sentencia en relación con los actos administrativos típicos). La segunda corriente que identifica el acto administrativo con el acto dictado por la Administración con una fuerza hacía el súbdito, discrimina notoriamente entre todos los actos jurídicos de la Administración para limitar la teoría a los actos relacionales Administración-súbdito, dejando al margen los actos interadministrativos, los actos internos que se producen en el seno de la Administración que los dicta sin relevancia externa, y aún aquellos actos relacionales  en los que el efecto constitutivo o ejecutorio no resulta aparente (por ejemplo, actos subvencionales). La auto tutela, según hemos expuesto, es un atributo de la Administración como sujeto, pero no tiene porqué que expresarse en todos y cada uno de sus actos jurídicos (sencillamente, por qué no en todas las ocasiones la Administración necesita tutelar y proteger sus derechos o intereses frente a terceros).
Pero hay más: en los dos planteamientos la teoría del acto administrativo está soportando un peso excesivo, el de intentar expresar en una suerte de célula básica el microcosmos definitorio, la sustantividad y peculiaridad entera del Derecho Administrativo. Hay en la ciencia jurídica un momento, en efecto, que se intenta concretar una especie única de relación jurídica o de acto jurídico toda la singularidad de los distintos sectores del ordenamiento (acto de comercio, relación jurídica procesal, relación jurídica  tributaria, etc.); a este corresponde exactamente la  tensión de que se dota a la teoría del acto administrativo así entendida. Pero este planteamiento es más bien inocente: supone de entrada que los sectores ordinamentales y aún las disciplinas científicas corresponden a principios abstractos formales y absolutos, lo cual ni tiene por qué ser así, ni lo es en efecto. Ya lo hemos visto por lo que hace al Derecho Administrativo al estudiar su concepto.

En nuestro Derecho positivo (por lo demás nos permitimos creer que así ocurrirá en todos) el acto administrativo es una institución más del Derecho Administrativo, no «la» institución por excelencia, que tenga que resumir  todas las peculiaridades de este Derecho. En un sentido amplio acto administrativo es todo acto jurídico dictado por la Administración y sometido al Derecho Administrativo. Se distinguiría por lo tanto de la actuación no jurídica (actos materiales); de los actos jurídicos producidos por los administrados, aun siendo propios del Derecho Administrativo (de los actos administrado); de los actos dictados por la Administración que no están sometidos al Derecho Administrativo actos de Derecho Privado, o Procesal, o Laboral, o Constitucional, etc.).
Pero ese concepto amplio es (por el peso de una tradición doctrinal y también porque se busca precisar regímenes unitarios de alguna sustantividad y no vagamente    abstractos) desestimado en la doctrina y en la legislación a favor de un concepto más estricto. Por una parte, se excluyen los reglamentos que han de integrarse en la teoría de las fuentes y que obedecen por ello a principios muy singulares. En segundo término, se excluyen los actos contractuales para hacer con ellos una teoría propia de los contratos de la Administración, reduciendo la teoría de los actos administrativos a los unilaterales – aunque de los mismos pueda ser presupuesto de existencia o de eficacia un eventual consentimiento privado, o también producirse en la formación, aplicación, resolución o liquidación de un contrato-. Finalmente se independiza también el uso de la coacción administrativa para hacer de la misma una teoría singular, de modo que el acto administrativo se concreta en que son declaraciones y no ejecuciones.
Tras esa reducción conceptual el acto administrativo sería el acto jurídico unilateral de la Administración distinto del Reglamento y consistente precisamente una declaración (hemos de dar supuesto el concepto general de acto a jurídico). Es justamente el concepto que se deriva de la regulación general contenida hoy de manera predominante en los capítulos II, III y IV del Título V ( De las disposiciones y los actos administrativos) de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones y el Procedimiento Administrativo Común, que constituye una de las escasas regulaciones legales que de la institución se encuentra en el Derecho Comparado, donde el concepto es, sobre todo, jurisprudencial (esta legalización positiva en nuestro Derecho de la teoría del acto administrativo no deja de implicar rigideces, al lado de generalizaciones excesivas – lo iremos viendo – pero ha sido en cierta manera una necesidad ante la pobreza de la jurisprudencia existente cuando la LPA de 1958, cuyos pasos ha seguido la vigente LPC, se dicta). 

¿Puede continuar la exclusión de supuestos, para adelgazar aún más la teoría del acto administrativo? No lo creemos justificado, no faltan posiciones que lo intentan: la reducción de los actos jurídicos de la Administración a los que tienen precisamente la condición de negocios jurídicos (es la tesis de Forman, para el cual los negocios eran los verdaderos actos administrativos, pero admitía otras clases, cuya influencia aunque disminuida, aún perdura en Alemania y que más adelante veremos o a los que tienen por destinatarios a particulares y contienen una regulación u ordenación ( Regalan: Wolfe) para quien según García-Trevijano y Fos
, silencia el problema llevando a cabo una clasificación de los actos desde diversos puntos vista : contenido, clase poder, grado de vinculación al derecho, grado de conexión con otros, duración de sus efectos, importancia jurídica de éstos destinatarios particulares y que contienen una regulación u ordenación de su derecho. También Mayer y sus seguidores actuales que son mayoría en Alemania se refieren a este debate doctrinal, quien ya afirmaba en 1895, de que el «El Derecho Administrativo moderno está “dominado” por el concepto de acto administrativo sigue siendo rigurosamente cierta, no obstante los dos cambios de siglo y las profundas transformaciones de toda clase que desde entonces se han producido –incluidas desde luego, las con tanta trascendencia acaecidas en los últimos tiempos-. Esta precursora aseveración, sostenida en un momento particularmente decisivo de la construcción del derecho Administrativo europeo del siglo XX (a finales del siglo XIX, cuando la dogmática alemana comienza a proyectarse intensamente sobre los brillantes hallazgos del Derecho Administrativo francés), no significa desde luego (tampoco ello era la intención de su autor) que el acto administrativo, la institución de los actos administrativos, resuma el Derecho Administrativo entero o que todo gire magnéticamente a su alrededor, como alguna vez se ha pretendido con ingenuidad. Sí es cierto, con todo, que se trata de una institución central de la disciplina, que efectivamente domina, y sin la cual, como el propio Otto Mayer subrayaba en el mismo sitio, aún diciéndolo de otro modo, no sería posible comprender el Derecho Administrativo «moderno»: ni el de  aquella época ni el de nuestro días, volcados ya en pleno siglo XXI.

La construcción dogmática de los actos administrativos como una institución dirigida a producir seguridad jurídica en las relaciones entre la Administración y los particulares dotada de una estabilidad y fijeza desconocidas en Derecho Privado ( que es realmente su sentido original) [ Mayer, 1895, 1924; Bocel, 1977; Huergo 2000] y para lo que sirven o en lo que básicamente, consisten una vez superada su función inicial de señalar el ámbito de la actuación administrativa exenta de control judicial) no ha sido nunca sin embargo sorprendentemente, una preocupación de nuestra doctrina, que tampoco ha notado suficientemente la perversión del concepto, convertido indebidamente en el centro del sistema del Derecho Administrativo, al erigirse en criterio delimitador del ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, pero cuyo juego y finalidad nada tienen que ver con lo que realmente son y para qué sirven , los actos administrativos.
Todo esto conduce a determinar que la exclusión está justificada en la medida en que los supuestos excluidos puedan ser objeto de una teorización independiente, la cual dista de ser el caso, a nuestro juicio al menos de nuestro Derecho. No se trata de expulsar supuestos incómodos «a las tinieblas exteriores» para no ocuparse más de ellos, y poder complacerse en perfeccionar u objeto convencionalmente delimitado, sino de dar cuenta de la realidad. Esas concreciones dentro de nuestro género de acto administrativo podrán, en su caso, constituir especies separadas dentro del mismo, pero no parece  que puedan intentar absorber en exclusiva todo el concepto. Resulta claro por de pronto, que la categoría sigue conviniendo  a los actos de procedimiento para los cuales existe hoy una especial sensibilidad (en ello pionera la doctrina italiana, quizá influida por el procesalismo) y, por supuesto para los actos administrativos que no alcancen la cuestionada categoría de negocios de derecho público (por de pronto, a todos los que no sean expresión de voluntad, sino juicio, de conocimiento, de deseo). Es posible en otros ordenamientos sea hacedero hablar de unas instrucciones de servicio internas: Bachoff, Obermayer, Barguss) de mesures d’ordre intérieur (jurisprudencia francesa, Rivero) etc, como sustantivamente diferentes de los actos administrativos estrictamente tales. No es nuestro caso. El proceso de delimitación de supuestos para poder definir el acto administrativo como una figura institucional debe, pues, ser detenido ahí, sin perjuicio que dentro de la misma   puedan diferenciarse subespecies distintas. Hechas las anteriores observaciones acerca del alcance y significado del acto administrativo nos cabe ahora delimitar su concepto.

     2.2. Concepto estricto o restringido.

             La desconexión de los actos administrativos del acceso al contencioso, permite, en efecto la construcción técnica de una figura jurídica de acto administrativo con perfiles propios, dotada de regímenes jurídicos operativos y de una funcionalidad específica en el sistema del Derecho Administrativo, al servicio de la seguridad jurídica en las relaciones entre la Administración y los ciudadanos, que es como vimos su sentido original –al margen de su utilidad revolucionaria inicial para separar la actividad administrativa de la justicia-. Es en una formulación de esta clase, desconectada por completo del acceso al contencioso y muy superior técnicamente, en las que adquieren pleno sentido las técnicas jurídicas sustantivas y procesales, que el Ordenamiento jurídico pone a contribución de la seguridad jurídica que el acto administrativo implica. Así sucede, en plano material, con la sanción de anulabilidad de los actos administrativos inválidos, que el Ordenamiento jurídico-administrativo impone como regla, a diferencia de lo que ocurre en el derecho privado, en donde la infracción de lo establecido en las leyes se liga con carácter general a la mucho más grave sanción de nulidad absoluta o de pleno derecho esta diferencia se justifica precisamente en las mayores exigencias de seguridad de las relaciones jurídico-públicas, en las que está presente de forma decisiva, el interés público, cuya pendencia indefinida, en caso de invalidez de las actuaciones administrativas, no resulta sencillamente imaginable (Vogel, 1977). Todo esto tiene sentido, sin embargo, únicamente cuando la cualidad de las actuaciones administrativas así protegida implica un determinado modo de actuar y el número de las mismas resulta  razonable, es decir, cuando estamos ante actos administrativos en sentido estricto, no, desde luego, si la regla de la anulabilidad se proyecta sobre todo tipo de actuación administrativa, a la que no puede alcanzar, desde luego, sin merma de la seguridad jurídica y sin provocar la indefensión proscrita por el artículo 24.1 de la Constitución, la convalidación de las actuaciones ilegales que la anulabilidad implica. La vía de hecho, la inactividad de la administración o sus actuaciones materiales o técnicas, por ejemplo., entre otras actuaciones no podrían incluirse en estos supuestos, ni por sí mismas ni-los que es más importante- si dan lugar a posteriores actuaciones formalizadas de la Administración, porque semejantes actuaciones administrativas no podrían constituir auténticos actos administrativos – ni aun si fueran considerados como requisitos de acceso al contencioso -. El manejo de un concepto restringido de acto administrativo justifica, también desde el flanco procesal, y por las mismas razones, la brevedad de los plazos de impugnación de los actos administrativos anulables (pero sólo de los que realmente sean administrativos) y la técnica  del acto consentido, reducida también, desde luego, al ámbito que le es propio- no extendida, por tanto a las actuaciones administrativas que exceden de la justificación de la regla-.

La formulación más precisa de un concepto restringido o estricto de actos administrativos desprendidos de su función delimitadora de lo contencioso, se encuentra perfectamente encajado en el Derecho alemán, en donde, además, a diferencia de lo que sucede en España –y aun en otros ordenamientos extranjeros- es la propia Ley de Procedimiento (parágrafo 35 de la VwVfg) la que define positivamente el acto administrativo, haciéndolo del siguiente modo: «acto administrativo es toda disposición, resolución u otra medida de autoridad adoptada por un órgano administrativo y dirigida a la regulación de un caso particular en el ámbito del derecho Público con efectos inmediatos en el exterior ( frente a terceros)».

El concepto así expuesto plenamente aceptable en su formulación general refleja con claridad la tradición jurídica alemana, a partir de la obra de Otto Mayer, construye la figura del acto administrativo al hilo de sus similitudes con las resoluciones judiciales ( lo que no es ajeno, por cierto, salvadas las distancias al Ministro-juez francés o a algunos de nuestros planteamientos del siglo XIX), tradición que llega hasta nuestros días , como el citado precepto expresa y como ha podido notarse en alguna Sentencia del TC alemán, , carente hoy por completo, por lo demás, de tinte autoritario alguno ( que algún autor ha querido ver, indebidamente en el contexto en que surgió la doctrina del acto administrativo [SCHMIDT-DE CALUWE 1999] anticipadamente respondido por Bachoff [1972], por cierto). La existencia de una definición legal de acto administrativo, que tiene,  sin duda, muchas ventajas, entre otras la de la claridad, podría hacer pensar, por otro lado, en una excesiva rigidez del concepto. No tiene, sin embargo, por qué ser así necesariamente, y no lo es, de hecho, en este caso en la medida en que el concepto legal responde a posiciones dogmáticas firmemente arraigadas y sobre las que existe un sólido cuerpo de doctrina. El impacto del derecho fundamental a la tutela efectiva(del que, con todo, no puede prescindirse nunca) y las dificultades impuestas en la práctica, con una rica casuística difícil de subsumir en un concepto dogmáticamente satisfactorio (mucho más difícil de maniobrar si está fijado en una definición legal), animan, a veces, discusiones sobre la interpretación extensiva de algunos de los elementos del concepto de acto administrativo, lejos, no obstante de cualquier formulación que pudiera calificarse (convencionalmente) como amplia y a mucha distancia, por supuesto, de las posiciones italianas que sirven de modelo a las nuestras y aun, como es lógico, de éstas mismas.

El concepto de acto administrativo escrito que hemos visto, definido por el parágrafo 35 VwVfg pivota sustancialmente, alrededor de cinco características, que permiten afinar con fidelidad una institución con sustantividad propia y régimen jurídico operativo. Tales ideas, notas o elementos requieren, sin la menor duda una explicación, que intentaremos a continuación, no sin antes indicar que sobre ellas, podría llegar a formularse un concepto más accesible a nuestro sistema que el que venimos estudiando previsto en la (La Ley de Procedimiento de la república federal de Alemania ), diciendo que «acto administrativo es toda disposición, decisión u otra medida autoritaria que adopte la Autoridad para regular un supuesto individual en el marco del Derecho Público y que se dirige el exterior provocando efectos jurídicos inmediatos» es pues en síntesis decisión o resolución administrativa, de carácter regulador y con efectos frente a terceros, dictada por la Administración en el ejercicio de una potestad administrativa distinta de la reglamentaria.

El punto de partida de este concepto, absolutamente fundamental para la comprensión del concepto, lo constituye, sin duda la afirmación del carácter «regulador» de los actos administrativos («..resolución….dirigida a la regulación de un caso particular…» dice el texto tantas veces citado, parágrafo 35 VwVfG), en cuanto a las decisiones administrativas que lo integran deben como condición inexcusable, tener tal carácter regulador- que por definición, en ningún caso, refiere norma jurídica alguna-, sin el cual , sencillamente no podrán ser considerados actos administrativos Segundo las disposiciones, resoluciones o medidas reguladoras, en que los actos administrativos consisten, deben producir efectos externos, ser adoptadas o dictadas, en tercer lugar, por órganos administrativos, en ejercicio, cuarto de una potestad de Derecho Administrativo que, por último, no puede ser potestad reglamentaria.
Las notas particulares o los elementos que integran este concepto son en efecto las siguientes:

a) El carácter «regulador» de su contenido es sin duda la característica definitoria más importante del concepto estricto de los actos administrativos y la que puede resultar, aparentemente, más ajena a nuestro sistema, resultando por ello, imprescindible descifrar con precisión y explicar con claridad en qué consiste. Cuando en la doctrina alemana se habla del carácter regulador  de los actos administrativos (llamado a veces entre nosotros vinculante) [Gallego, 2001], lo que se quiere destacar particularmente (específicamente) es que los actos administrativos deben dirigirse «a la producción o al establecimiento de una consecuencia jurídica, consecuencia que consistirá en la creación modificación o extinción de un derecho o de un deber, o en su declaración vinculante, o, también, en cuanto se reconoce la existencia de actos administrativos reales, a la determinación de la condición jurídica de una cosa» ( Maurer, 2000; también Wolff/Bachoff/Stober, 2000; Kopp/Ramsauer, 2000). Ello significa, parece claro,  que, como consecuencia de su carácter regulador, los actos administrativos, para serlo, deben encaminarse a la creación, modificación o la extinción de una determinada relación jurídica, o a la declaración ( o a la negación de la declaración) de un derecho ( o de otra circunstancia jurídicamente relevante) respecto de una persona, cosa o situación. Estas precisiones, inexcusables en su rigor explican cabalmente en qué consiste el carácter regulador de esos actos administrativos, explicitando qué esto que quiere decirse aquí cuando se incorpora esta característica como condición necesaria de su existencia, y describen el exacto contenido que resume la existencia de actos administrativos en sentido estricto. El carácter regulador  de los actos administrativos ( en cuanto dirigidos a la creación, modificación, o a la extinción de una determinada relación jurídica, o a la declaración [ o a su negación] de un derecho respecto de una persona, cosa o situación) hace inútil, por otra parte, lo que es muy importante de  destacar, al necesidad de recurrir al estado intelectual del órgano que dicta actos administrativos para definirlos como es usual entre nosotros, por influencia de la doctrina italiana, la referencia al estado intelectual del órgano que emite los actos administrativos , constituye en efecto, un antropomorfismo inaceptable ( y completamente indiferente) cuando se trata de describir  la actividad de la Administración, porque la voluntad administrativa no consiste sino en el cumplimiento de la Ley, y en la consecución los propios fines públicos que la Ley le encomienda, lo que el carácter regulador de los actos administrativos contribuye también a poner de manifiesto, Si no existe ( y no existe desde luego) una voluntad administrativa autónoma, independiente de la Ley, no es posible en absoluto, en efecto, tomar en préstamo del Derecho Privado las referencias a una posible declaración de voluntad ( o por extensión, como, a veces, se hace, al negocio jurídico) como técnica jurídica para explicar la actuación administrativa en la producción de los actos administrativos se refieren por ejemplo Obermayer en 1956: Fume, 1965; Forsthoff, 1973; Villar Palasí/Villar Ezcurra, 1999, García de Enterría/Fernández 2000.

Explicando positivamente, con cierta precisión, en qué consiste el carácter regulador de los actos administrativos, importa, ahora, señalar algunos supuestos en los que la ausencia del carácter regulador lleva consigo que las correspondientes actuaciones administrativas no constituyan en realidad, actos administrativos: Por inexistencia del carácter regulador, esto es, por no estar dirigidas a la producción de un efecto jurídico constitutivo o declarativo en los términos expuestos, no tienen en efecto, la condición de actos administrativos, las siguientes actuaciones de la Administración:

· Las certificaciones y otras manifestaciones de conocimiento de la Administración. Este tipo de declaraciones puede, sin embargo, tener, en ocasiones, carácter regulador; por ejemplo, si pueden servir para probar la existencia de un hecho, de un derecho o de una condición en un procedimiento administrativo futuro, aun cuando no existe consenso en la doctrina acerca de qué supuestos deben admitirse el carácter de acto administrativo de una actuación declarativa de la administración. Mientras que algunos autores entienden que sólo hay acto administrativo declarativo cuando la certificación o documento está configurado normativamente como presupuesto para el reconocimiento jurídico de un hecho o situación que, de faltar aquél, no tendría existencia para el Derecho, o bien cuando la prueba que dichos actos representan no admite otros medios de prueba en contrario (Krause 1974), otros suavizan estos requisitos, aceptando el carácter regulador de los actos declarativos que sirven de prueba por disposición legal (Janssen, 1999, en el mismo sentido que el BVerwG que ha considerado actos administrativos a medidas declarativas aunque admitiesen prueba en contrario ( Sentencia de 1 de abril de 1971, DÖV, 1972 pág. 174, relativa al deslinde un terreno)

· Las comunicaciones, informes, opiniones, recomendaciones y advertencias no son tampoco por regla general, actos administrativos en sentido estricto (Kopp/Ramsauer, 2000; Stelkens, 2001). Un caso especial representado viene representado por las informaciones y promesas administrativas: Las meras informaciones no suelen considerarse actos administrativos, aunque otra cosa sucede con las promesas que garantizan que el futuro se va emitir o a omitir un determinado acto administrativo, perfectamente asimilables a algunas consultas vinculantes reguladas en nuestro Derecho urbanístico o en el ámbito del Derecho Tributario, en donde conviven opiniones a favor y en contra de su entendimiento como actos administrativos (Kopp/Ramsauer 2000; Henneke, 2000), en contra (Erichsen, 1998). Debe decirse que, en la práctica, la cuestión no va más allá, al resultar la promesa legalmente sometida, en los aspectos sustanciales, al mismo régimen jurídico que los demás actos administrativos. En España, la caracterización de una promesa administrativa como acto administrativo dependerá fundamentalmente de su efectiva obligatoriedad o vinculación para la Administración, pero no del hecho que la promesa misma esté sometida a un régimen de revocación especial.

Las decisiones confirmatorias de otros actos anteriores, siempre que no abran un nuevo plazo de impugnación. Son actos administrativos, por el contrario, las resoluciones que prolongan la eficacia temporal de otro acto anterior, o las modifican, revocan o anulan (Kopp/Ramsauer 2000; Wolff/Bachoff/Stober, 2000).

· Las medidas administrativas de ejecución material y las actuaciones puramente materiales, en general siempre que su objetivo tenga sólo ese carácter material (Maurer, 2000; Wolff/Bachoff/Stober, 2000).

· Entre las actuaciones administrativas  excluidas del concepto de actos administrativos, por falta del carácter regulador, la doctrina alemana suele citar a los actos de trámite, con independencia desde luego, de la posibilidad de su impugnación jurisdiccional autónoma ( posibilidad que depende de que el acto pueda ejecutarse por sí sólo [ por ejemplo, la decisión de someter a un funcionario a un examen médico en el trámite de prueba de un procedimiento ] y de que produzca efectos frente a terceros distintos del interesado en el procedimiento), lo que resulta perfectamente posible en un sistema en que el acceso al contencioso no depende de la existencia de un acto administrativo previo, como hemos tenido ocasión de advertir, haciéndolo pues viable la impugnación de los actos de trámite sin necesidad de considerarlos como auténticos actos administrativos. No sucede así entre nosotros en donde el contencioso permanece encastillado en su carácter revisor , lo que obliga a admitir el enjuiciamiento jurisdiccional de todos los actos de trámite cualificados; el propio BVerfG ha declarado con toda lógica, en la Sentencia de 24 de octubre de 1990 [NJW, 1990, págs., 415 y 416], que «la denegación de la revisión judicial de los actos de trámite no puede suponer para el recurrente perjuicios irrazonables, que no podría reparar por completo en un proceso ulterior»), constituyan, o no, actos administrativos en sentido estricto. Todos los actos de trámite cualificados, pues a los que se refiere el artículo 107.1 LRJAPC deben ser entendidos, únicamente a efectos procesales, como se verá, como actos administrativos sometidos a control judicial, aun cuando, en realidad, sólo sean aquellos que efectivamente tengan una eficacia constitutiva o declarativa ad extra, como la citada orden de sometimiento de un funcionario a examen médico, o aquellos actos a través de los cuales un órgano administrativo toma decisión, en el seno de un procedimiento, que el órgano formalmente competente para resolver no pueda revisar ni modificar.

No parece necesario continuar este análisis sólidamente aceptado en el campo de doctrina comúnmente admitido, aunque lógicamente polémico en algunos extremos de su riquísima casuística, para poner de manifiesto que la existencia de numerosas, razonables y discutidas excepciones a una noción de acto administrativo como la que se está explicando, no solamente confirma la solidez de la construcción del propio concepto, sino también, y por las mismas razones su capacidad de resistencia a todo tipo de críticas, incluidas las relativas a su excesiva rigidez.

b) La decisión administrativa de carácter regulador debe además,      producir efectos externos para poder integrar un acto administrativo. Esta referencia a la producción de efectos externos alude a la extensión de los efectos de los actos administrativos frente a terceros, fuera o más allá de la Administración que los dicta o, para ser más exactos, más allá, incluso de las posibles relaciones interadministrativas producidas en interior de un procedimiento.

Esta característica de los actos administrativos permite distinguir de los actos en sentido estricto, en cuanto no producen efectos externos, a determinadas actuaciones administrativas con las que, acaso pudieran confundirse, como ocurre con las instrucciones y órdenes de servicio, o con las aprobaciones, los informes vinculantes u otras declaraciones o actos de tutela que,  siendo necesarias en un procedimiento, solo producen efectos al exterior a través de la resolución final del procedimiento a la que sirven de presupuesto.
En este sentido el artículo 21 LJRAPC sitúa a las instrucciones y órdenes de servicio lejos de los actos administrativos, habida cuenta su carencia, con carácter general, de efectos externos, aun cuando quepa alguna precisión en relación con el ejercicio de potestades discrecionales, en cuanto a las instrucciones y las órdenes de servicio,( que pueden incluso publicarse, de acuerdo con párrafo segundo del artículo 21.1 de la LJRAPC) constituyen un elemento de control de la discrecionalidad de la Administración, al poder dar lugar, si el acto que las aplica se aparta de ellas, una infracción al principio de interdicción de la arbitrariedad o del principio de igualdad, salvo que existan circunstancias que justifiquen un cambio de criterio. Ello, en todo caso (la posible eficacia externa que estos principios puedan suponer las instrucciones y órdenes de servicio), las sitúa más próximas a las normas jurídicas que a los actos  administrativos. Por otra parte, tiene efectos externos y debe ser considerada, por tanto, como un acto administrativo ( o como un Reglamento según su carácter innovador o no del Ordenamiento), la orden que afecta al círculo de derechos y obligaciones personales del funcionario u autoridad a las que se dirige, esto es, no sólo cuando tiene que ver con sus derechos  y posiciones jurídicas dentro de la relación de servicio, sino también cuando actúa en el ámbito de su esfera jurídica general, como sería el caso de una orden que le impusiera una conducta que fuera más allá de sus obligaciones legales ( Bachoff, 1952)

Por lo que se refiere a las declaraciones de otros órganos, de la misma o distinta administración, que se insertan en procedimientos complejos como presupuestos de la resolución final, debe señalarse que tales declaraciones pueden tener eficacia directa más allá del procedimiento en que se incluyen y reunir, por tanto, las condiciones para ser consideradas actos administrativos, cuando produzcan efectos inmediatos respecto de los ciudadanos implicados en el procedimiento. Para determinar si esos efectos se han producido o no, constituye un indicativo importante el hecho que el órgano que dicta el acto aprobatorio o el que informa sea el competente para tomar en consideración determinado interés público o determinada tarea dentro del procedimiento ( Maurer, 2000; Wolfe/Bach off/Sobre, 2000), a lo que no es ajeno, en nuestro sistema el artículo 107 LJRAPC ( ya que estos actos vendrían a determinar el fondo del asunto en lo que a una determinada materia o función se refiere, y su ilegalidad no podría ser subsanada por el acto final), lo que podría permitir la consideración de este tipo de declaraciones, cuando estuviesen cualificadas por la especial función reservada al órgano en cuestión, como actos  de trámite cualificados y eventualmente, en consecuencia como actos administrativos.
c) Los actos administrativos para serlo, deben proceder, evidentemente de una Administración Pública, en el sentido del artículo 2 de la LJRAPC, de sus organizaciones y agentes, sin que esta cuestión plantee mayores problemas, ni tampoco deban suscitarse aquí expresamente. Sí debe decirse que la cuestión del control jurisdiccional de la actividad materialmente administrativa de los órganos constitucionales que, entre nosotros, no integran verdaderos actos administrativos, se resuelve de manera distinta que en el Derecho Alemán, que sí los considera actos administrativos (Wolfe/Bachoff/Stober, 2000; Maurer, 2000). El concepto de órgano se formula, así deliberadamente ambigua para facilitar la inclusión como tales de algunos órganos constitucionales que realizan tareas materialmente administrativas como puede ser el Presidente de la República: por otro lado esta precisión legal sirve para excluir del concepto de acto administrativo a las medidas adoptadas por sujetos privados o las acordadas por el legislador, el Gobierno o las decisiones jurisdiccionales, aun cuando hay que señalar, que aquí no se aplica un criterio orgánico, sino funcional o material, del acto administrativo. La alusión al órgano subraya asimismo el carácter unilateral de la medida de autoridad que permite distinguir el acto administrativo de toda actividad contractual de la Administración, de los contratos sobre potestades administrativas o de los convenios.

d) los actos administrativos deben además dictarse en el ejercicio de una potestad de Derecho Público, más especialmente de derecho Administrativo, lo que tampoco suscita mayores complicaciones aunque pueda tener alguna importancia en sus consecuencias.

Esta nota, que la definición legal alemana contiene al referirse a medidas «de autoridad», permite por de pronto, distinguir los actos administrativos de las actuaciones de la Administración  sometidas al Derecho Privado (Maurer, 2000; Sítiele , 2001), así como de aquellas otras actuaciones de la Administración que tienen su origen en el ámbito de otras ramas del Derecho Público, como el Derecho Constitucional, el eclesiástico, el internacional o el procesal (Maurer, 2000).
Pero además el hecho de que los actos administrativos deban ser consecuencia del ejercicio de una potestad administrativa podría derivarse otra consecuencia con mucha importancia, en cuanto nos permite afirmar, entre otras cosas, que, como se sostiene en Alemania, los actos por los que la Administración debe celebrar un contrato no son actos administrativos, justamente porque no son decisiones «de autoridad», esto es, dictada en el ejercicio de una potestad de Derecho Público. Ello no es, por lo demás, sino otra manifestación del concepto de acto administrativo, es decir, de la necesidad o de ampliar injustificadamente el concepto de acto para someter determinadas materias al control judicial.

e) Finalmente, los actos administrativos deben ser consecuencia del ejercicio de una potestad administrativa distinta de la reglamentaria, para decirlo en los términos de una conocida expresión (García de Enterría/Fernández, 2000), con lo que pretende subrayarse la limitación del concepto de acto administrativo al fenómeno de la aplicación del Derecho y no al de su creación, cuyo criterio de distinción no es, en términos generales, nada problemático entre nosotros, a partir de la afirmación de que el acto administrativo no innova el Ordenamiento jurídico, sino que lo aplica, mientras el Reglamento supone la alteración del derecho objetivo, un episodio de creación del Derecho (García de Enterría/Fernández, 2000).
El punto de partida del Derecho alemán no es exactamente el mismo que el nuestro, que no parece, sin embargo alterar en absoluto. Y el citado punto de partida no es el mismo, porque, si bien se observa, en la definición legal alemana se dice que los actos  administrativos se dirigen «a la regulación de un caso particular» (o concreto si se quiere), lo que remite el criterio de distinción al carácter concreto del acto, frente al carácter abstracto-general del Reglamento. La doctrina suele entender, aunque el tema no es enteramente pacífico, que «la regulación de un caso particular» alude al carácter concreto de la medida, y no al carácter más o menos amplio de sus destinatarios (Wolfe/Bachoff/Stober, 2000; Kopp/Ramsaure, 2000, en contra Vogel, 1977), resolviendo los evidentes problemas que una situación semejante suscita mediante la combinación de diferentes criterios en los casos más complejos, como el innovativo del Ordenamiento (que conocen desde luego) con el de la generalidad de los destinatarios, o con otros, como el ámbito territorial, el grado de complejidad interna de la norma, la ejecutividad o el alcance temporal de la medida que se trate (Maurer, 2000).

Una noción del acto administrativo como el que se acaba de exponer, tan conceptualmente restringida, cuadra perfectamente con un sistema jurisdiccional sostenido en un sistema de acciones, desprendido de la necesidad de impugnación de actos administrativos cada vez que se pretenda el acceso a la Jurisdicción contencioso-administrativa. En el sistema alemán, como ya se ha observado, la tutela judicial no está en función de la consideración de la actuación administrativa como un acto administrativo formalizado como tal, como sucede entre nosotros, sino que las pretensiones de los ciudadanos frente a la Administración pueden ser planteadas mediante un sistema de acciones, respecto de todo tipo de formas o clases de actuaciones administrativas, sean o no actos administrativos. La importación entre nosotros de este concepto ( Parada, 2000; Gallego, 2001)plantearía ciertamente problemas de calado profundo en el sentido que se acaba de señalar, porque nuestro procedimiento contencioso-administrativo (y ello pese a la reforma operada por la Ley Jurisdiccional de 1998 que parece pretender tomar el modelo alemán cuando regula, por ejemplo, la vía de hecho o la inactividad de la Administración) sigue básicamente enraizado en el modelo francés, revisor de actos administrativos, y en el que el acto administrativo préalable es condición de acceso a la jurisdicción, de tal modo que las pretensiones frente a la Administración continúan girando en torno  de la noción de acto administrativo. Ello obliga, en la realidad de nuestro contencioso, que resulta así totalmente original respecto de los demás sistemas europeos, no sólo a proscribir el uso del concepto estricto de acto administrativo como el que se ha expuesto, sino también, lo que es aún más llamativo, el empleo de los convencionalmente llamados conceptos amplios, para  apoyarse en una amplísima noción de acto administrativo que le permita salir del paso de los problemas de indefensión y de falta de tutela judicial efectiva que , otro caso, platearía el imposible enjuiciamiento directo de actuaciones administrativas que, aunque calificadas como tales por los Tribunales, no son actos administrativos en sentido estricto.

Otra cosa podría ser si el contencioso fuera modificado, eliminando la conexión acto administrativo-acceso a la jurisdicción , o la jurisprudencia iniciara una vía interpretativa de la nueva Ley Jurisdiccional en esa dirección- proscribiendo de entrada el famoso carácter revisor- lo que nada fácil en absoluto, no resulta, con todo imposible de futuro. Hoy por hoy, sin embargo aparece inevitable, en la práctica, tener que partir de un concepto amplísimo de acto administrativo, estrictamente acomodado a aquellas necesidades del contencioso que permitan evitar situaciones de indefensión, concepto que ni tan siquiera coincide, por ser de muchísima mayor extensión, con el concepto amplio que suele admitirse comúnmente en nuestra doctrina mayoritaria, y cuya formulación se debe a García de Enterría (2000), modelo aun hoy de casi todas las formulaciones del concepto de acto administrativo que, entre nosotros, parten de una concepción amplia del mismo. Parada
, dentro de esta línea lo define como: «resolución de un poder público en el ejercicio de potestades y funciones administrativas y mediante el que impone su voluntad sobre derechos y libertades o intereses de otros sujetos públicos o privados, bajo control de la jurisdicción Contencioso-Administrativa». 

2.3. Concepto amplio de acto administrativo.

         El concepto amplio  de acto administrativo es muy difundido a todos los niveles, tanto doctrinal, como jurisprudencialmente como veremos a continuación. Casi todos los tratadistas que se precien de serlo tienen una definición para este concepto, partiendo de la ya clásica de Zanobini, la que con diversos matices es compartida ampliamente en casi todos los países donde el Derecho Administrativo se ha logrado implantar  sólidamente, tanto en Europa como en América Latina.

Para el autor citado, el «acto administrativo es toda manifestación de voluntad, de deseo, de conocimiento o de juicio realizada por la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrativa».
Siguiendo esa postura nuestro Maestro Eduardo García de Enterría y Tomás Fernández
,  lo conceptúan así «Acto administrativo sería así la declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o deseo realizada por la Administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta de la potestad reglamentaria», como vemos hay aquí un pequeño matiz que la diferencia de la emitida por Zanobini.

Para García-Trevijano Fos
, en su obra póstuma, llega después de un minucioso estudio sobre los actos administrativos llega al siguiente concepto: «es declaración unilateral de conocimiento, juicio o voluntad, emanada de una entidad administrativa actuando en su faceta de Derecho público, bien tendente a constatar hechos, emitir opiniones, crear, modificar o extinguir relaciones jurídicas, entre los administrados o con la Administración bien con simples efectos dentro de la esfera administrativa».
Pues bien de las definiciones que plasmamos en líneas más arriba se derivan una serie de características que merecen un estudio con mayor atención.


a) Se trata en primer término de una declaración intelectual, lo que deja fuera naturalmente las actividades puramente materiales ( ejecuciones coactivas, actividad técnica de la Administración ) Esto no obstante, por declaración no ha de entenderse únicamente la que formalmente se presenta como tal (aunque esto será lo común en la actividad administrativa como consecuencia de su procedimentalización y de su expresión escrita ordinaria, art. 55.1 LJRPAC) o declaración expresa, sino también la que nos presenta bajo, o a través de  comportamientos que revelan concluyentemente una posición intelectual previa (declaración o acto tácito, por ejemplo el contenido en el artículo, apartado 4, RBCL. Sentencias de 23 de mayo y 21 de septiembre de 1973 en materia de autorizaciones; véase también las Sentencias de 13 de enero y 16 de febrero de 1987 y la STC de 18 de julio de 1991). Esto no obstante, la exigencia normal de una declaración formal y aun escrita, como veremos, y la regla que no admite ejecuciones materiales limitativas sin un previo acto que, definiendo lo es de derecho en el caso concreto, juegue como título de la ejecución (art. 93.1, LRJPAC), viene a sacar la expresión tácita de la declaración en cuanto que llamaremos de gravamen o limitativos de la esfera jurídica del destinatario; más bien la expresión tácita de una voluntad en este ámbito expresará aquí normalmente una ilegalidad, incluso una vía de hecho ( en este sentido explícitamente la STC antes citada de 18 de julio de 1991). Por ello el cambio propio de los actos tácitos, es o bien el orgánico interno, o bien el de los reconocimientos de derechos o beneficios a favor de los particulares, el hecho o beneficios a favor de los particulares, el de los actos favorables, pudiendo en consecuencia identificarse un cambio de conducta en esta materia con una revocación irregular.

b) la declaración puede ser de voluntad, que será lo normal en las decisiones o resoluciones finales de los procedimientos, pero también de otros estados intelectuales: de juicio, de deseo, de conocimiento, como es hoy normalmente admitido en la teoría general del acto jurídico. En el caso de la Administración la expresión de esos otros estados resulta habitual. Así, la expresión de un simple juicio en todo acto consultivo (arts. 82 y 83 LRJPAC), un informe (ad extra., art. 54 LRL) o una rendición de cuentas (ad extra., arts. 122 y sigs., LGP, art. 164 y sigs., 116 LRL), o los actos de intervención y fiscalización financiera ejecutados por la Intervención General del Estado ( arts. 92 y sigs.; en términos semejantes, el art. 185 LHL), etc.; no se incluyen en este tipo de actos aquellos que comportan esencialmente una estimación intelectual, pero en los que la misma es la base interna para una decisión de voluntad ( resoluciones de recursos o peticiones, actos de aprobación en general, actividad disciplinaria o sancionadora, actos que interpretan o aplican una norma, etc.). Expresiones de deseo son las propuestas o peticiones de un órgano (o un ente) a otro [por ejemplo  arts. 10.1, 12,2.d, 13.5, 1.5.d, 18.1.a y (c 23.2.etc de la LOFAGE]. En fin manifestaciones de conocimiento son los actos certificantes ( arts. 37.8, 44 y 46 LJRPAC, 70 LRL, y otros) los diligenciamientos, anotaciones, anotaciones o registraciones de títulos, documentos actos o trámites y el levantamiento de actas o la referencia de órdenes verbales ( arts. 38, 39, 55, 71, 73, 78, etc., LJRPAC), o los actos de información ( arts. 35 y 37 de la misma Ley), o de comunicación ( arts. 58 y  siguientes, ídem) No cabe duda sin embargo que las declaraciones de voluntad, que deciden sobre una cuestión o resuelvan un procedimiento, son especialmente relevantes en la actuación administrativa, pero no son las única, como se ve ( son equívocas, por lo tanto algunas declaraciones jurisprudenciales que , operando exclusivamente desde una perspectiva procesal, pretenden reducir el concepto a las declaraciones de voluntad o resoluciones. En este sentido por ejemplo  la Sentencia de 7 de mayo de 1979:«que es esencia del acto administrativo- concepto básico del sistema y ordenamiento jurídico de la Administración Pública -  constituir una especie de acto jurídico emanado de un órgano administrativo en manifestación de voluntad creadora de una situación jurídica. Estas notas separan de aquel concepto cualquier otra declaración o manifestación que, aunque provenga de órganos administrativos, no sea por sí misma o modificadora de situaciones jurídicas, es decir, carezca de efectos imperativos o decisorios. Así no pueden merecer el calificativo de actos impugnables, los dictámenes o informes, manifestaciones de juicio que siendo meros trámites provienen normalmente de órganos consultivos, ni tampoco las contestaciones a consultas de los administrados». Estas afirmaciones hay que entenderlas en el sentido de que las declaraciones de voluntad o resoluciones (art. 37 LJ) son recurribles por separado. Sobre esto ya tendremos ocasión de pronunciarnos.

c) La declaración en que el acto administrativo consiste debe proceder de una Administración, precisamente, lo que excluye como ya hemos dicho, los actos jurídicos del administrado (que son también actos jurídicos regulados por el Derecho Administrativo, pero sometidos a otro régimen sustancialmente diferente, los supuestos actos materialmente administrativos dictados por órganos públicos no encuadrados en la Administración ( por órganos judiciales- en este sentido la STC 3/82, de 8 de febrero, insiste en la «calificación no sólo material, sino subjetiva» del acto administrativo- o legislativos), así como los contratos o convenios en cuanto son frutos de varias voluntades y no sólo de una Administración.
El acto administrativo es, pues, esencialmente un acto unilateral ( art. 53 LJRPAC): «Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas se producirán por el órgano competente»), lo cual no excluye como ya hemos advertido, que la voluntad del administrado pueda jugar como presupuesto de existencia ( por ejemplo la resolución de conclusión de un procedimiento por desistimiento, o renuncia del interesado, arts. 90 y 91 LJRPAC; el otorgamiento de una autorización que presupone una solicitud del interesado, art. 9 RSCL; declaración de un funcionario en excedencia voluntaria, art. 45 LFCE, etc.) o bien de eficacia ( por ejemplo toma de posesión de un funcionario, que condiciona la eficacia del acto administrativo de nombramiento, art. 36 LFCE, la aceptación de concesiones demaniales con su pliego de condiciones; las concesiones demaniales siguen considerándose todavía actos administrativos unilaterales necesitados de aceptación por alguna jurisprudencia, en tanto que las concesiones de servicios públicos se han contractual izado por la LCE.

Debemos observar también que la procedencia formal de la declaración en qué consiste el acto de una Administración Pública puede operar, o bien de una manera directa, que es lo normal, a través de un órgano con la competencia oportuna (art. 53 LRJPAC, antes transcrito), o bien de una manera indirecta, por una persona sin la condición subjetiva de Administración Pública, pero que actúa poderes delegados por una Administración ( art. 20 LJ, y todo lo expuesto en líneas más arriba sobre los fenómenos de autoadministración, y sobre aplicación excepcional de la doctrina de levantamiento del velo de la personalidad jurídica, más lo que habrá de exponerse sobre la técnica de la concesión].
d) la declaración administrativa en que el acto consiste se presenta como el ejercicio de una potestad administrativa. Ya conocemos este concepto, su origen, y su configuración en la legalidad, su contenido, sus efectos, lo cual nos permite ahora resumir esta nota del concepto que estudiamos. Por una parte se excluyen los actos que expresan la capacidad y titularidad de derechos comunes de las Administraciones (actos privados, procesales, etc., véase la STS de 21 de febrero de 1981 declara «no ser suficiente que formalmente sea dictado un acto por un órgano de la Administración, sino que la materia sobre la que verse su contenido sea administrativa y no lo es, según el art. 21 LJ, aquella que aunque relacionada con actos de la Administración Pública, se atribuya por una Ley a una jurisdicción social u otra jurisdicción»). En segundo término sobre esta nota se construye la relevancia jurídica de los actos administrativos en cuanto son expresión de una potestad, producen los efectos que tal potestad tiene como propios (esencialmente innovar o conservar situaciones jurídicas como ya sabemos, siendo primero el efecto más enérgico en el que por ello se han fijado, como ya hemos visto muchas doctrinas para intentar concretarlo como el efecto jurídico administrativo prototípico). Finalmente y esto resulta capital, el carácter del acto administrativo como expresión necesaria de una potestad es lo que conecta el acto a la legalidad y lo funcionaliza de una manera peculiar en el seno de la misma. Ya sabemos que no hay potestad sin norma previa y que todas las potestades son tasadas y específicas, que no existen potestades indeterminadas. Como el acto ha de expresar una de esas potestades previamente especificadas por el ordenamiento, puede concluirse que no hay acto sin norma específica que lo autorice y lo prevea, que el acto administrativo por diferencia sustancial con el negocio jurídico privado  es esencialmente típico desde el punto de vista legal, nominado, no obediente a ningún genérico principio de autonomía de la voluntad, sino y exclusivamente a la previsión de la Ley. Todos estos asertos no necesitan explicarse de manera especial; se derivan con facilidad de cuanto ya sabemos sobre la naturaleza de las potestades administrativas como técnica con la que se expresa el principio de legalidad de la Administración, que es lo contrario de un principio de autonomía de la voluntad y de la circunstancia de que los actos administrativos son el ejercicio particularizado de esas potestades legales.

Así comprobamos el error técnico en que incurre la posición adoptada por Forman con su libro (por lo demás importante) de 1910 Sistema der rechtsgeschäftlichen Staatsakte, que intentó trasladar a la teoría de los actos administrativos los dogmática civil sobre el negocio jurídico. El acto Administrativo no es el paralelo en el Derecho público de la teoría del negocio jurídico en el Derecho privado: hoy así es aceptado tanto por administrativistas como por civilistas (De Castro, Flume). En nuestro Derecho bastará comparar el principio de autonomía privada formulado por los artículos 674, 675, 1.091 y 1.255, Que expresa la idea subject made law con el principio de tipicidad que formula el párrafo 2º del art. 53.2 LJRPAC:«El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico»  a nos consta también que tampoco hay paralelo posible entre los negocios jurídicos, como expresión de una efectiva autonomía y los actos discrecionales, simple manifestación de una potestad erigida y atribuida como tal por la Ley, en la que existe necesariamente una pluralidad de elementos reglados ( que no meros límites externos, sino que integran positivamente el acto de ejercicio) y en la que no se expresa como en el negocio privado, la idea de una Selbstherrlichkeit (autoseñorío) sino por el contrario, la idea de un deber ( Flume), de un deber funcional en el sentido referido más atrás.

e) Hemos precisado que la potestad administrativa ejercida en el acto ha de ser distinta de la reglamentaria. Ya sabemos por qué y también tenemos constancia sobre la singularidad de la teoría del Reglamento y las diferencias sustanciales de esta figura con los actos administrativos stricto sensu. Recordemos que no se trata simplemente de una de una diferencia cuantitativa (destinatarios generales o indeterminados para el Reglamento, determinados para el acto) sino de grado el reglamento crea o innova derecho objetivo, el acto lo aplica, mucho más cuando  pacíficamente se admite la figura de los actos administrativos generales o que tengan por destinatarios una pluralidad determinada de sujetos [art. 59.6.a LJRPAC]: convocatorias, órdenes generales», anuncios de licitación.
2.4. Los actos y actividades administrativas a efectos jurisdiccionales.
De las cuestiones que hemos venido examinando más arriba, se puede deducir con claridad, que en realidad, no puede hablarse entre nosotros, en la práctica de un concepto preciso de acto administrativo dotado de régimen jurídico homogéneo con perfiles definidos y sustantividad propia. Ello es así, como también ha podido observarse, porque cualquier concepto abstracto que quiera emplearse – ya sea estricto o amplio- resulta inutilizado por la exigencia jurisdiccional de considerar acto administrativo toda actuación administrativa susceptible de tutela judicial efectiva, lo que determina una extensión desmesurada, ciertamente, del concepto, independientemente de su funcionalidad específica, perfectamente inservible. En este sentido, podría hablarse de la existencia de actos administrativos a efectos puramente jurisdiccionales, en el entendido que no se trata de una noción negativa, residual utilizable únicamente para describir toda aquellas actuaciones o actividades de la Administración, que constituyendo verdaderos actos administrativos en sentido estricto o no siéndolo, en absoluto tienen acceso al contencioso administrativo, o bien por ser calificados formalmente como tales actos administrativos por los tribunales, bien porque esas actividades o actuaciones son lisa y llanamente admitidas al proceso. Es muy frecuente, en efecto, que la jurisprudencia considere formalmente actos administrativos, a actuaciones que no lo son, como ocurre por ejemplo con la técnica de la inactividad, cuando provocan un acto que sólo es formalmente un acto administrativo ( pero que en realidad no es tal) como también lo es que admita directamente recursos contencioso-administrativo frente a actuaciones estrictamente materiales o de otra naturaleza, que en ningún caso podrían ser consideradas actos  administrativos. En ello tiene que ver sin duda las exigencias de la tutela efectiva del artículo 24.1 CE y art. 1 de la Ley jurisdiccional de 1956, que sólo admitía el recurso contencioso-administrativo en relación con los «actos» de las Administraciones públicas. La Ley de 1998, ya no alude a los «actos» administrativos sino a la «actividad» administrativa como objeto de control jurisdiccional, al tiempo que incorpora una cierta apertura aunque tímida a la configuración del contencioso como un sistema de acciones, lo que , ciertamente, podría permitir un intento cierto y serio  de separar los actos administrativos del acceso al contencioso, y adentrarse, con ello, en la búsqueda de una distinción clara entre una noción estricta del acto administrativo, superior técnicamente hablando a los conceptos amplios, y la de aquellas otras actividades o actuaciones administrativas, que debiendo ser objeto de control jurisdiccional, no son realmente actos administrativos.
Esta concepción amplia-muy amplia de verdad- del acto administrativo, introducida por la jurisprudencia para evitar que determinadas formas de actuación administrativa (todas aquellas que quedan fuera de una noción estricta de los actos administrativos) resulten infiscalizables por los Tribunales contencioso-administrativos, trae consigo, sin embargo, junto lógicamente, al beneficio que comporta, diversas e importantes consecuencias negativas para los ciudadanos y el sistema mismo; no sólo, en efecto, porque da a entender, de forma innecesaria e injustificada, que la Administración puede pronunciarse a través de actos administrativos acerca de cualquiera de la cuestiones que surjan en sus relaciones con los particulares (Druschel, 1999), sino también, porque permite extender, innecesariamente a determinadas actividades administrativas, la aplicación de ciertas reglas cuya utilización sólo tiene sentido respecto de actos administrativos estrictamente tales, además en perjuicio de los ciudadanos.
Esta amplísima concepción de los actos administrativos ha llevado en efecto, a identificar actos administrativos tácitos o presuntos subyacentes a la simple inactividad administrativa o a la actividad material o técnica. La absoluta desemejanza de ésta última con el contenido propio de los actos administrativos (por ejemplo., una operación quirúrgica o un folleto de información al público) determina que su eventual asimilación a los actos administrativos (como sucede en el caso ya citado de una rueda de prensa) opere exclusivamente a los efectos de permitir el acceso al contencioso, siendo aquí completamente absurda la aplicación de cualquier otra característica de los actos administrativos. Por su parte la conversión de la inactividad administrativa en actos presuntos, a través de la técnica, del silencio administrativo, aún cuando permitió – y sigue permitiendo- su acceso al contencioso ha provocado complejos y difíciles problemas jurídicos, aún no resueltos, por cierto justamente porque la calificación, en ciertos casos de la inactividad administrativa como acto presunto supone la aplicación (también contra cives), no sólo a favor de ciudadano) de las notas características de los actos administrativos (el plazo limitado de recurso o la excepción de acto consentido por ejemplo) con consecuencias muchas veces inadmisibles. Ello, el perjuicio para el ciudadano de la aplicación de ese concepto amplísimo de acto administrativo, es aún más visible cuando se refiere a especies de actividad administrativa más cercanas, en su contenido, a los actos administrativos y más fáciles de identificar con éstos, como puede suceder, por ejemplo con el pago a la administración de sus obligaciones económicas, que se documenta normalmente con comunicaciones dirigidas al acreedor. Así la jurisprudencia ha calificado con frecuencia a las nóminas como actos administrativos, pero lo ha hecho, no sólo para hacer posible su impugnación, sino también para aplicar, en perjuicio del ciudadano, la excepción de acto consentido, proyectando a su vez una característica  propia de los actos administrativos sobre algo que no es, en absoluto, un acto administrativo. Ello no sería posible como es evidente, en un sistema jurídico basado en un concepto estricto de acto administrativo como sucede en el Derecho alemán, el pago no constituye un acto administrativo-y tampoco el documento en el que se le comunica al interesado- del mismo modo que tampoco son actos administrativos otras declaraciones como los requerimientos de pago o las respuestas de la Administraciones, es el caso de las peticiones de compensaciones de créditos, salvo que , por la forma en que se produce la comunicación, aparezca claramente puesta de manifiesto la voluntad administrativa de dictar una resolución, un acto administrativo, lo que llevaría consigo, lógicamente, la exigencia de mayores garantías. Por la misma razón la dogmática se ocupa en Alemania de la figura de las declaraciones de voluntad de Derecho Administrativo, distintas de los actos administrativos, y que pueden ser emitidas tanto por la Administración como por particulares.

Por lo demás, la utilización del concepto estricto de acto administrativo ha llevado en Alemania a excluir de su uso en algunos supuestos en que, en nuestro Derecho resultan absolutamente indiscutidos, como ocurre en el supuesto de los contratos de  Derecho Público, por comparación con nuestros contratos administrativos. El razonamiento seguido consiste en afirmar que la Administración decide servirse del contrato, del convenio y tratar con los particulares en un plano de igualdad, no puede recurrir a una figura como la del acto administrativo, que soporta poder de mando, en la unilateralidad con independencia de que la relación contractual se rija efectivamente por el Derecho Administrativo. Un simple vistazo a nuestro sistema de contratos administrativos permite comprobar cómo el concepto amplísimo del acto administrativo impide toda posibilidad de discutir esta cuestión, en la medida misma en que cualquier actuación unilateral de la Administración se considera acto administrativo con todas sus consecuencias, lo que conduce derechamente a qué el régimen jurídico de nuestro sistema de contratos de la Administración este más permeado por el régimen de los actos administrativos «separables» que el de nuestro propio modelo francés, de cuyo Derecho proceden teóricamente tanto los contratos administrativos como los actos separables (ver Huergo, 2000)

2.5. Los actos políticos o de gobierno.

 Es esta una cuestión muy debatida en la doctrina tanto dentro de nuestras fronteras como fuera de ellas, y que encuentra sus antecedentes más remotos en Francia, de la manera que luego analizaremos y de allí pasó a nuestro país  al influjo de las primeras Leyes de la jurisdicción contencioso-administrativa de Santamaría de Paredes  en 1888., como luego veremos.

Por de pronto hemos de decir que del concepto formulado de acto Administrativo se han excluido determinadas actividades y resoluciones del Poder ejecutivo, de las que por razón de sus contenidos, se excluye su enjuiciamiento por la justicia administrativa. Entre estos sobresalen los llamados comúnmente actos del Gobierno que emanan del Consejo de Ministros y los que se emiten por los Consejos de Gobierno de la Comunidades Autónomas, órganos políticos constitucionales, el poder ejecutivo de ambas instancias, y por ello, en principio no sometido a la justicia administrativa, pero teniendo en cuenta que tales órganos son al mismo tiempo el directivo de la Administración (art. 97 CE), y por ello plenamente enjuiciables  por la jurisdicción contencioso-administrativa.
Este concepto nace en el Derecho francés
 durante la restauración borbónica, como un instrumento defensivo del Consejo de Estado que tenía que hacerse perdonar sus orígenes napoleónicos y luchar por su pervivencia. Ese concepto grato a los nuevos gobernantes, les permite excluir del recurso por exceso de poder los actos de la Administración –y más específicamente del Gobierno- que aparecieren inspirados en un «móvil político», calificándolos como actos judicialmente inimpugnables. Sin embargo a partir de 1875 el Consejo de Estado reducirá su fuerza, ciñéndolo a los actos dictados en ejercicio de la función gubernamental distinta de la función administrativa. Propios de aquélla se consideran ya únicamente las funciones de relación del Gobierno con el Parlamento y otros poderes públicos, los actos relativos a las relaciones internacionales y la medidas referentes a la conducción de la guerra, por consiguiente los actos que se dictan en función de esas materias no se consideran actos administrativos a efectos de su fiscalización jurisdiccional, pero sí, todas las demás disposiciones y resoluciones del Gobierno.

En España como señalábamos más arriba el concepto aparece cuando Ley de la jurisdicción Contencioso- Administrativa de Santamaría de Paredes, define la materia contenciosa por la técnica de la cláusula general: las resoluciones administrativas con determinadas excepciones. Justamente entonces los actos políticos o de Gobierno se configuran como una clase actos que, por entenderse referidos a materias «que pertenecen señaladamente a la potestad discrecional» se excluyen del control jurisdiccional. Se citan en este caso «las cuestiones que, por naturaleza de los actos de que nazcan o de la materia sobre la traten, pertenezcan al orden político o de gobierno, y las disposiciones de carácter general relativas a la salud e higienes públicas, al orden público y a la defensa del territorio, sin perjuicio del derecho a las indemnizaciones que puedan dar lugar tales disposiciones» (art. 4 del Reglamento, aprobado por real Decreto de 29 de diciembre de 1890)
La Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1956 [art. 2.b] redujo aún más el concepto de acto de gobierno a «las cuestiones que se susciten en relación con los actos políticos del Gobierno como son, las que afecten a la defensa del territorio, las relaciones internacionales, seguridad interior del estado y mando y organización militar, sin perjuicio de las indemnizaciones que fueren procedentes». En la exégesis de este precepto el Tribunal Supremo determinó con carácter general-sobre todo después de los artículos 24 y 106 Constitucionales, que impusieran la plena justicialidad de los poderes públicos- que subjetivamente los actos políticos son únicamente los actos del Consejo de Ministros y de otras Administraciones o autoridades inferiores , y que materialmente, los actos políticos se refieren a las grandes decisiones que afectan al conjunto del Estado, pero no a simples asuntos administrativos, incluso en materias delicadas como el orden público, sanciones o militar (ascensos, cursos y traslados, etc.), que son plenamente recurribles, también excluyó del concepto a los reglamentos aprobados por el Gobierno y que la anterior jurisprudencia había considerado como concreciones o expresiones de una determinada política para afirmar su irrecurribilidad. No quedaba pues, más espacio para el acto político que aquel que era expresión de la función gubernamental propiamente dicha: es decir los referidos a relaciones internacionales y los de relación con otros poderes públicos (acuerdo, por ejemplo, de remisión a las Cortes para su tramitación de un Proyecto de Ley). También calificó como acto político exento del control del control jurisdiccional un acuerdo tácito del Consejo de Ministros desestimatorio de la pretensión de que procediese de conformidad al artículo 100.1 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, a la adaptación bianual de rentas (Sentencia de 6 de noviembre de 1986); y en fin ha considerado como acto político el del Consejo de Gobierno de la junta de Castilla y León que fijaba la capitalidad de ésta, y que el TS calificó de «acto incuestionable, de alta política, no simple acto provocado por un móvil político, lo que es completamente distinto, sino de un acto político por su naturaleza intrínseca» (Sentencia de 30 de julio de 1987). Posteriormente el TS admitió la jusiticiabilidad parcial de los actos políticos o de gobierno , los «juridificados» o «administrativizados», afirmando que el acto político es susceptible de control judicial cuando contenga «elementos reglados establecidos por el ordenamiento» o cuando el legislador haya definido mediante conceptos jurídicos asequibles los límites o requisitos previos a que deban ajustarse dichos actos, o finalmente cuando el acto esté sometido a un régimen de reglamentación administrativa ( STS de 22 de enero de 1993).
La Ley de la jurisdicción Contenciosos-Administrativa de 1998 ha intentado enterrar el concepto del mismo acto político «ya sea-dice la Exposición de Motivos de la Ley-delimitando genéricamente un ámbito de la actuación del Poder Ejecutivo regido solo por el Derecho constitucional y exento del control de la jurisdicción Contencioso-Administrativa, ya sea estableciendo una lista de supuestos excluidos del control judicial porque resultan inadmisibles en un Estado de Derecho». Sin embargo, no los elimina del todo, más bien lo presupone, al admitir sobre determinados actos de Gobierno y de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, por muy políticos que sean, por muy amplia que sea la discrecionalidad gubernamental, el control jurisdiccional será siempre posible: «sobre los derechos fundamentales, los elementos reglados del acto y la determinación de la indemnizaciones que sean procedentes [art.2.a]. En definitiva esta regulación se sobreentiende que, de una parte, sigue existiendo el acto político puro, es decir que no afecta a derechos fundamentales ni debe adecuarse a elementos reglados ni da origen a responsabilidad patrimonial del estado; pero al tiempo reconoce la existencia del acto cuasi-político, aquel, que conforme a la legislación, está limitado por cualesquiera de las circunstancias que sí son enjuiciables por la Jurisdicción Contencioso-administrativa.
Clases de Actos administrativos
     3.1. Introducción.



Las clasificaciones jurídicas suelen ser estrictamente convencionales y carentes por tanto de contenido científico estricto, a diferencia de lo que sucede en otro tipo de ciencias, como en las llamadas de la naturaleza, su modelo en siglo XXI, en donde las clasificaciones responden, o son consecuencia de la aplicación de métodos verdaderamente científicos
. La exposición de un elenco de actos administrativos agrupados en torno a criterios diferentes, todos ellos puramente convencionales, ofrece, pues, no el resultado de investigación científica alguna, sino un catálogo de tipos de actos de actos administrativos, a cuya finalidad se reduce, pero cuya utilidad, puede ser, sin embargo, muy grande al permitir ofrecer una visión general del régimen jurídico de numerosas categorías de actos administrativos.
La doctrina ha utilizado, como es natural, todo tipo de criterios de calificación de los actos administrativos, desde criterios únicos hasta combinaciones, más o menos extensas, de diversos de ellos entre sí, dando lugar a variadísimas clasificaciones. Aquí se utiliza una clasificación amplia que permita ofrecer un cuadro general de los actos administrativos más característicos, más relevantes o, simplemente más frecuentes o más problemáticos (incluso aunque excedan a veces, del concepto estricto de acto administrativo ya estudiado haciéndolo notar. Pero previamente es necesario hacer algunas aclaraciones.

Hemos insistido ya que la noción de acto administrativo debe entenderse extendida jurisprudencialmente entre nosotros más allá de los resoluciones que crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas frente a terceros, o de las que simplemente declaran un hecho o un derecho con la misma eficacia (que es lo que consisten básicamente los actos administrativos), justamente para evitar que un importante sector de la actividad administrativa quede al margen del control judicial, aun cuando ello no produzca siempre beneficios para los ciudadanos, ni pueda hacer olvidar la necesidad de terminar de encontrar y perfilar un concepto estricto de acto administrativo, dotado de un régimen jurídico unitario. Un intento en este sentido viene dado por la distinción de un sector de la doctrina (Garrido, 1994; Entrena, 1999), con antecedentes en el Derecho italiano, lleva a cabo entre actos administrativos negociales, esto es, constitutivos de un negocio jurídico (que constituirían los actos administrativos en sentido estricto), y actos no negociales, que realmente no constituirían actos administrativos en sentido estricto, Debe decirse que la distinción que la distinción entre actos en sentido estricto y en sentido amplio, no puede montarse sobre el concepto de negocio jurídico, por más que esta argumentación venga avalada por una importante tradición (originalmente Kormann,1910), y ellos justamente porque no es posible encontrar equivalencia alguna entre negocio jurídico privado, y los actos administrativos. Mientas que el negocio privado se caracteriza por constituir una autodeterminación de quien pone en vigor una regulación que el Ordenamiento reconoce, el acto administrativo se identifica por la heterodeterminación de la persona que actúa (Flume,1965, 1998) No hay en los actos administrativos, una configuración creadora conforme a la voluntad del sujeto actuante, sino que esta voluntad viene ya predeterminada por la Ley a aplicar en un caso concreto previsto en el supuesto de hecho de la norma, de tal modo que es el propio Ordenamiento el que determina si el acto ha de producirse, o no, y cuándo. Por lo demás el criterio para decidir sobre la validez de un acto administrativo consiste en su acomodación, o no, al ordenamiento jurídico y no la voluntad del sujeto que actúa; voluntad que, aun viciada, no implica la ineficacia del acto administrativo conforme a derecho, lo que no sucede en el negocio jurídico privado (Flume 1965, 1998; Forsthoff, 1973).

En defensa de la aplicación del negocio jurídico en el ámbito del Derecho administrativo puede decirse, desde luego que la existencia de la discrecionalidad, de actos administrativos discrecionales, puede suponer el reconocimiento de un cierto margen de autodeterminación administrativa, en cuanto la voluntad del sujeto que actúa juega aquí un papel evidente, al concederla la norma un margen cierto  de apreciación. Ello, es decir la equiparación, entre acto administrativo discrecional y negocio jurídico no parece aceptable, sin embargo básicamente por dos razones. Por una parte, porque implicaría dejar fuera del concepto de acto administrativo en sentido estricto a todos los actos reglados, sin que existan diferencias sustanciales de régimen que justifiquen trato tan diverso. Por otra, porque la necesidad, en los actos administrativos, de que el margen de apreciación sea siempre utilizado en función del interés público implícito en la potestad ejercitada, contrasta vivamente con el hecho de que en el ámbito jurídico privado, los motivos que persigue el ciudadano, y si el negocio satisface o no su interés, es algo perfectamente irrelevante a la hora de juzgar la validez del mismo (Flume 1965, 1998).
Pues bien la consecuencia inmediata de esta imposibilidad de equivalencia entre los actos administrativos y los negocios jurídicos es la necesidad de construir la distinción entre actos en sentido estricto y aquellas manifestaciones de la actividad administrativa que la excedan, sobre la base del contenido del acto y no sobre el estado intelectual de que la declaración administrativa de que trate haya sido su expresión. Así hacer referencia a las declaraciones de voluntad en relación con los actos administrativos no puede tener otro sentido que el de subrayar la similitud cierta entre el contenido de algunos tipos administrativos y el de los negocios jurídicos privados, pero nadie puede negar que una certificación y una licencia reglada tienen el mismo contenido volitivo: la única voluntad que cabe aislar en ambos casos es la mera voluntad de dictar el acto, en medida misma en que su contenido lo determina, sin más el Ordenamiento.

3.2. Distinciones por razón de sus contenidos materiales.
     A) Por los efectos en la esfera jurídica de los ciudadanos.


a) En particular los actos de contenido favorable o declarativo de derechos. Son estos, actos administrativos favorables o que amplían la esfera o el patrimonio jurídico del destinatario, es decir, que crean o reconocen un derecho o una ventaja jurídica. Son actos fáciles dictar, pero difíciles de anular o revocar. Por ello no necesitan motivación respecto de los destinatarios, ni necesitan apoyarse en normas con rango de ley. Excepcionalmente pueden ser retroactivos. Sin embargo no pueden ser revocados sino a través de procedimientos formalizados (arts. 54, 57.3, 102 y 103 de la LRJAPAC) Entre estos actos
tenemos los siguientes:


a’) Las admisiones: son actos cuyo efecto es la inclusión del sujeto en una institución u organización, o en una categoría de personas, para hacerlos participar de algunos derechos o ventajas o del disfrute de determinados servicios administrativos. Dentro de las admisiones se incluyen claramente los actos por los que se declara la incorporación de un profesional a un Colegio, o se admite a una persona en un servicio público (por ejemplo una Universidad, en un instituto de beneficencia, etc.)


b’) Las concesiones. Son resoluciones por las que una Administración transfiere a otros sujetos un derecho o un poder propio; y aquellas, sobre la base de un derecho o poder propios, que quedan en esta forma limitados, constituyen un nuevo derecho o poder a favor de otros.  En las concesiones se distingue, no sin dificultad, entre las llamadas traslativas (como es, por ejemplo, la concesión de un servicio público en el que el concesionario se subroga exactamente en la misma posición que tendría la Administración, caso que gestionase directamente el servicio de las llamadas concesiones constitutivas. En esta categoría se incluirían las de uso excepcional o privativo del dominio público (concesión de un quiosco sobre un bien de dominio público, concesión de aguas, de minas, etc.), en las que aun derivando el derecho del particular de la propiedad pública de la administración concedente, tienen naturaleza diversa de la que corresponde a la Administración.


c’) Las autorizaciones. Son actos por los que la Administración confiere al Administrado la facultad de ejercer un poder o, derecho que preexiste a la autorización en estado potencial. A diferencia de lo que acontece con la concesión, el derecho o la facultad no lo crea, constituye o traslada la autorización, sino que previamente en el patrimonio o en el ámbito de libertad particular, pero su ejercicio solo es lícito después que la Administración constatara la existencia y límites del derecho o la libertad, o de que no existen muchos contrarios a su plena efectividad. La autorización es de uso frecuente en la llamada policía de seguridad (industrias peligrosas, permisos de armas, pasaportes) o en materia urbanística (licencias de obras) y, en general, como técnica preventiva.


d’) Las aprobaciones. Son actos por los cuales la Administración presta eficacia o exigibilidad a otros actos ya perfeccionados y válidos. Esta técnica actúa, pues, en el campo de los controles administrativos y, a diferencia de la autorización –que puede recaer sobre una actividad material o un acto jurídico-, la aprobación siempre está referida a un acto jurídico. El control que la aprobación cumple puede tener por objeto verificar la conveniencia  u oportunidad del acto controlado o simplemente su legitimidad o conformidad con el ordenamiento jurídico. Se discute no obstante, si, más que un acto de control, la aprobación no es sino el final de un acto complejo, que deriva de la fusión de la voluntad manifestada en el acto aprobado con el acto de aprobación. Esta tesis tendría un cierto apoyo en el artículo 21.2 de la ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, que, a efectos impugnativos, considere que no existe más que un acto, el controlado, si la aprobación es positiva, o la desaprobación si, por el contrario, el resultado es negativo.


e’) Las dispensas. Son actos por los que la Administración exonera a un administrado u otra Administración del cumplimiento de un deber ya existente. La dispensa solo puede tener lugar cuando está prevista en la ley, ya que opone a la misma el principio de igualdad. También es un obstáculo a la admisión de dispensas la regla de la inderogabilidad singular de los reglamentos u otras prohibiciones legales expresas de dispensas.


B) En particular actos de gravamen.

Actos de gravamen o restrictivos son aquellos que limitan la libertad o derechos de los administrados o bien imponen sanciones. Por ello el ordenamiento exige para su emisión determinada garantías a favor de los beneficiados, siendo inexcusable el trámite de audiencia del interesado y la motivación, sin que en ningún caso pueda reconocérseles efecto retroactivo (arts. 54, 57.3 y 84 de la Ley de Régimen jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común y 9.3 CE). En lo que atañe a su revocación, la regla es no oponer a las mismas exigencias procedimentales, pero sí un límite material: «que la revocación no constituya dispensa o exención permitida por las leyes, o sea contrario al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico (arts. 105 y 106 de la LRJAPAC). Entre los actos restrictivos se comprenden:


a) Las órdenes. Son actos por lo que la Administración impone a un sujeto un deber de conducta positivo o negativo de cuyo incumplimiento puede derivarse, sin perjuicio de su ejecución por la propia Administración, una sanción penal o administrativa al obligado. La orden presupone una potestad de supremacía general, como las que ostentan las Administraciones territoriales (Estado, Comunidad Autónoma, Municipio) sobre todos los ciudadanos que residen en un determinado territorio o bien especial sobre algunas clases de ellos (funcionarios, concesionarios, usuarios de servicios públicos, etc.), dentro de una relación jurídica especial entre la Administración y el destinatario de la orden.


b) los actos traslativos de derecho. Son aquellos cuyo efecto es transferir la propiedad o alguna de sus facultades a una Administración o a un tercero. Entre ellos destacan las expropiaciones, dado el amplio concepto que de la misma tiene nuestra legislación, como se puede ver al estudiar el tema.

c) los actos extintivos. Son aquello cuyo efecto es extinguir un derecho o una relación jurídica, bien actuando directamente sobre éstos o el acto origen del derecho o de la relación. Entre los que actúan directamente puede incluirse la confiscación, que se produce sobre objetos ilícitos o peligrosos (drogas, armas prohibidas, destrucción de cosas o de animales que entrañan un peligro para la seguridad o salubridad pública) y que a diferencia de la expropiación, no suponen derecho a indemnización; la caducidad o decadencia de los derechos que se origina como sanción de un comportamiento contrario a la finalidad por la que otorgó el derecho (por ejemplo, en materia de concesiones de dominio público, por la no utilización o explotación de los bienes concedidos). La extinción de un derecho se produce en otros supuestos a través de la anulación del acto que lo creó, es decir, eliminando el acto con efecto retroactivo al momento en que nació (ex tunc), o bien mediante la revocación del acto creador, pero extinguiendo sus efectos sólo a partir del momento en que se dicta el acto extintivo (ex nunc).

B) Por los efectos objetivos.

Por los efectos objetivos pueden distinguirse entre:


-Actos administrativos constitutivos: son aquellos por los que se crea modifica o extingue una determinada relación jurídica. Ejemplo de estos, puede ser una concesión de aguas.


-Actos administratorios declarativos, son aquellos que declaran de forma vinculante la existencia de un derecho, o de una determinada condición con relevancia jurídica, en una persona , una cosa, o situación, en aplicación del ordenamiento jurídico vigente, o bien se deniega la pretensión de una declaración de este tipo (Wolff/Bachoff/Stober, 2000) como puede ser la inclusión de un bien en un catalogo de monumentos a efectos de la aplicación de la legislación sobre patrimonio histórico-artístico, o el reconocimiento de un trienio a un funcionario.

C) Por la naturaleza de la declaración en que el acto consiste.

Esta es una clasificación que no resulta posible desde los presupuestos dogmáticos de que aquí se parte, como, más arriba se ha notado, con lo que podría prescindirse de cualquier referencia a la misma. Ello no obstante, parece conveniente insistir en que los actos administrativos, y sus efectos, no dependen de estado intelectual alguno (de su consideración  como declaraciones de voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo, por ejemplo, que suele ser utilizando indebidamente técnicas propias del Derecho privado, el contenido de las clasificaciones a que se refiriere el epígrafe), no pudiendo, por tanto, utilizarse una clasificación sostenida en tales criterio. Los efectos de las acto administrativos derivan, en efecto, como ya se ha dicho, directamente del Ordenamiento jurídico, y no de la voluntad de los órganos administrativos, que carece por completo de autonomía, siendo, por lo demás, la voluntad de la Administración una voluntad normativa, no psicológica, desprendida o, mejor dicho, diferente de la voluntad de la Administración que actúa el órgano de que se trate. De hecho por ejemplo, una organización, una certificación y una licencia completamente regladas se otorgan sobre la base de una misma operación de constatación que tiene exactamente la trascendencia jurídica que el Ordenamiento jurídico haya determinado no, desde luego, la que pudiera pretender el titular del órgano que otorga aquella certificación o licencia.


D) Por el objeto de la declaración.


De acuerdo con este esquema, se distingue entre actos reales, personales o mixtos, aunque deba señalarse, con carácter general, que, del mismo modo que ocurre en el Derecho privado con la distinción entre derechos reales y personales u obligacionales, no hay en realidad, actos administrativos que tengan como destinatario o punto de referencia una cosa. Todos ellos por el contrario disciplinan relaciones jurídicas cuyos sujetos son personas físicas o jurídicas, siendo precisamente sus efectos directos frente a terceros lo que convierte a una determinada declaración administrativa en acto administrativo en sentido estricto. Lo que ocurre es que el contenido de ciertos actos, los que llamamos reales, depende únicamente de las características de una cosa, siendo completamente independiente de las circunstancias de su destinatario. sólo con estas precisiones puede decirse, que son actos administrativos reales aquellos que tienen una determinada cosa o actividad y para cuyo otorgamiento se toman exclusivamente en consideración las circunstancias propias de las mismas, como ocurre por ejemplo, con el otorgamiento de licencia de obras, que se conceden previa comprobación de las condiciones objetivas de una determinada finca o solar; sin tener en cuenta, en absoluto las condiciones de la persona que lo solicita: por ello la transmisibilidad de este tipo de actos no necesita en general autorización de la Administración, sujetándose como mucho, a una mera comunicación o puesta en conocimiento.


Los actos personales, por su parte, se refieren a la situación jurídica de una persona, tomando en consideración sus condiciones particulares (como el acto que reconoce una determinada titulación) característica que determina el régimen de su transmisibilidad, en el que la transmisión de este tipo de actos, a diferencia de los que sucede con los llamados actos reales, o no se permite en absoluto, o se somete a autorización discrecional de la administración.

Son actos mixtos aquellos que describan conjuntamente perfiles propios de los actos reales o personales, es decir relativos a las características de una cosa o una persona, (por ejemplo las licencias de taxis) en los términos que hemos visto.


E) Por el efecto temporal.


Conforme a este criterio, se puede hablar de los siguientes tipos de actos:


-Actos que se extinguen en una sola ejecución, cumplimiento o en la configuración de un único derecho.

-Actos administrativos con efecto prolongado que son aquellos que crean o modifican una relación duradera que depende de la propia eficacia del acto. Ejemplos típicos de estos actos son los de nombramiento de un funcionario o las autorizaciones operativas.

Deben distinguirse  de estos actos con efectos prolongados, los llamados actos en cadena, es decir actos administrativos que se producen en cadena, es decir actos que se producen sucesivamente, de forma encadenada, con plazo de vigencia determinado ( de tal forma al terminar el plazo  de su eficacia, la Administración puede dictar otro administrativo igualmente sometido a plazo) y con un contenido material similar entre ellos, lo que permite mantener de forma duradera una relación jurídica que depende de dicho actos, facultando a la Administración el control periódico de los requisitos que justifican esa medida. Los actos en cadena no pueden fundar en el destinatario de los mismos, generalmente, una confianza en la renovación de la prestación  que los actos administrativos pudieran ofrecer, salvo los supuestos excepcionales en los que la «renovación» se haga de forma puramente rutinaria por parte de la Administración (Stekens, 2001) por que las potestades de revisión y control de la legalidad de los actos no se pueden ejercer de forma más intensa por parte de la Administración. No son éstos, desde luego supuestos teóricos. Por el contrario se identifican con meridiana claridad, por ejemplo en la subvenciones a los centros docentes concertados, subvenciones que se otorgan por cursos docentes si el centro reúne determinados requisitos, los que deben mantenerse igualmente en el curso siguiente y así sucesivamente, para seguir disfrutando de nuevo de la ayuda para un nuevo periodo o curso escolar.

4.- Clases por la naturaleza de la potestad ejercitada.

      4.1. Lo actos administrativos reglados. Según Parada
, se revela la existencia de una potestad reglada cuando la norma expresa vinculación de la potestad administrativa, su carácter reglado, utilizando el término «deberá» o configurando esa vinculación mediante de un derecho del Administrado. Y son actos que se dictan con el contenido legalmente previsto cuando se da el supuesto de hecho que la norma establece, es una pura operación de constatación de cumplimiento de los requisitos establecido por el Ordenamiento.

      4.2. Los actos discrecionales frente a los reglados, son en principio los dictados en ejercicio de potestades discrecionales. La legislación misma confirma la existencia de una potestad discrecional cuando dispone que la Administración «podrá» llevar a cabo determinada actividad y cuando le abre la posibilidad de optar entre diversas soluciones en función de criterios de oportunidad.

En definitiva se trata aquí, de pouvoir discrétionnarie, frente competence liée.

En esta materia nuestro TS, reconociendo esa realidad normativa, ha definido la potestad discrecional como «la capacidad de opción» sin posibilidad de control jurisdiccional, entre varias soluciones, todas ellas igualmente válidas por permitidas por la Ley» o también como la «concesión de posibilidades de actuación, cuyo desarrollo efectivo es potestativo y queda enteramente en mano de la Administración». (STS de 15 de junio de 1977, 27 de junio de 1979, 15 de octubre de 1983 y 15 de junio de 1984); otras veces a aludido a la «libertad de apreciación del interés general en cada caso concreto» (STS de 16 de junio de 1982 y 12 de junio de 1985), que es mayor en el ejercicio de potestades reglamentarias organizativas y de planeamiento cuando se trata de la aplicación de normas preestablecidas (STS de 24 de noviembre de 1981 y 6 de noviembre de 1984). En cualquier caso de cuida de advertir que la libertad de apreciación no es absoluta, sino que exige un proceso de razonamiento, un proceso intelectivo y que nunca discrecionalidad equivale a arbitrariedad.( STS de 15 de junio y 13 de julio de 1984 y 10 de abril de 1987)

En los actos administrativos discrecionales
, la Administración, decide por razones de interés público, en el marco de los principio generales del Derecho administrativo y teniendo en cuenta el fin de la norma habilitante, tanto si, ante una determinada actuación, procede dictar un acto administrativo, como si tomada decisión de hacerlo, cuál sea el contenido del acto discrecional, optando entre las diversas opciones posibles todas ellas igualmente válidas, que puedan presentarse.
Los problemas relativos a la discrecionalidad administrativa y su control judicial nos sitúan ante un debate interminable en la medida en que la misma discrecionalidad constituye con seguridad la traducción jurídica más directa del poder político cuyo nada fácil sometimiento al Derecho es justamente lo que el derecho administrativo persigue, en todas partes con mayor o menor fortuna. 

5.- Clases por razón de los sujetos intervinientes.

      5.1. Por el número de órganos o entes que intervienen en la producción del acto. 

     Se puede distinguir:

     a) Actos administrativos simples: que son la regla general procedentes de un solo ente y órgano administrativo, para García-Trevijano
, estos actos son los que se concretan en una manifestación voluntaria de un órgano de una sola persona jurídica y la doctrina italiana, que se ha ocupado de este tema, se aviene a dos criterios distintos: los que identifica manifestación voluntaria con persona física (Vitta, De Valles, Sandulli) y las que la identifican con órgano (Zanobini).
Según los primeros, un acto colegiado sería un acto complejo, mientras que los segundos lo califican como acto simple.

A juicio del citado profesor esta última sería la postura correcta, siendo indiferente que el acto proceda de un órgano monocrático o colegiado, en ambos supuestos es acto simple. Cierto es que la voluntad de formación de un órgano colegiado se rige por un procedimiento reglado hasta en sus más pequeños detalles, pero obsérvese que cada miembro del colegio tiene su voluntad propia, quizá contraria a las demás y precisamente por esto rige el sistema de mayorías al cual queda sometida la minoría. Pero a su vez es corriente que intervengan varias manifestaciones en colaboración. Aparece entonces el acto necesitado de dicha colaboración, que se ha bautizado como acto compuesto (Sandulli) o acto complejo (Borsi, Presutti, Vitta) 

     b) Acto complejo, es el que resulta del concurso de varios órganos o varios entes. La característica es que las voluntades tienen un único contenido y una única finalidad, y se funden para formar acto único. Puede ser complejidad interna, cuando son órganos del mismo ente público los que concurren, o externa, cuando son varias personas jurídicas. Desde otro punto de vista, puede ser igual o desigual, según que las voluntades sean paritarias o una prevalezca.

La relevancia de esta distinción reside, entre otras cosas, en las especialidades en orden a su propia revisión de oficio y a su impugnación en vía administrativa, cuando sea posible, especialidades consistentes en la necesidad de que se repita el tipo de colaboración que supuso el acto original.

     5.2. Por el carácter de los órganos, se distinguen aquí:

      a) Actos administrativos colegiales, que son los emitidos por un órgano colegiado y tienen importantes especialidades procedimentales, regulados con carácter general y en defecto de normativa, en los arts. 22 y siguientes de LRJPAC. La adopción de un acuerdo, o la resolución de un recurso por la Junta de gobierno de una universidad son un claro ejemplo de los mismos. 

     5.3. Por los destinatarios: Hay que distinguir entre

     a) Actos administrativos singulares, que son aquellos que tienen uno o varios destinatarios, pero determinados.
     b) Los actos generales o plúrimos son aquellos que tienen como destinatarios a una pluralidad indeterminada, pero determinable, de sujetos (como sucede con los participantes en un procedimiento selectivo, existiendo la posibilidad de actos de destinatario general, dirigido a un número indeterminado de sujetos, no susceptible de ser determinados (ejemplo típico de esta clase es de convocatoria de unas oposiciones)
La relevancia de estos actos está en que los singulares deben, en principio notificarse individuamente, mientras que los generales se publican (ver art. 59,6.a LRJPAC)

     5.4 Por la necesidad de la aceptación del particular. Hay actos administrativos que requieren de la aceptación del particular conociéndose como actos bilaterales, o también la doctrina francesa como actos-condición. En este tipo de actos la aceptación no afecta a la validez del acto, sino a su eficacia, por lo que, si falta la aceptación del particular el acto será válido pero ineficaz, el ejemplo típico de esta clase lo constituye el nombramiento de un funcionario.

6.- Clases por la posición del acto en el procedimiento administrativo y su recurribilidad.

      6.1 Actos definitivos y actos de trámite.
      6.1.1. Actos definitivos, son los que ponen fin a un procedimiento administrativo, y son conocidos además como actos resolutorios, este tipo de actos, admiten impugnación siempre, y la distinción aparece enunciada desde esta perspectiva que analizamos en los arts. 107 LRJPAC Y 25.1 LJ. El acto definitivo es en palabras del Prof. García-Trevijano Fos es «aquel que causa estado por apurar la vía administrativa», por tanto, definitividad y causar estado es lo mismo. Este acto que causa estado, es por lo consiguiente el que abre la puerta al recurso contencioso-administrativo.

     6.1.2. Actos de trámite, el resto de los actos que se van concatenando en el mismo y que tienen una función subordinada a la resolución final y preparatoria de la misma, aun cuando debe tenerse en consideración que los actos de trámite, no son, con carácter general, verdaderos actos administrativos (en sentido estricto), salvando las excepciones que luego veremos. El acto de trámite supone acto de procedimiento y significan lo mismo. Como tales actos son procedimentales y así se les ha calificado por parte de la doctrina. No encierran en sí mismos declaraciones de voluntad constitutiva en el sentido exacto del término, lo que predicable tan sólo de las resoluciones, sino que vienen a ser de conocimiento o de juicio; pero no obstante en ocasiones manifiestan una voluntad en dicho procedimiento, como ocurre con los actos de impulso. De aquí que se les haya denominado actos mixtos, pero, en cualquier caso, su régimen es el mismo que el de los actos instrumentales. Estos actos en principio, no admiten una impugnación autónoma, salvo que se trate de actos de trámite cualificados, esto es, que terminen directa o indirectamente el procedimiento o que causen indefensión (art, 107 citado de LRJPAC). Esta regla general tiene su razón de ser en el principio de economía procesal, pues es inimaginable la posibilidad de una constante impugnación de los actos de trámite de una forma independiente, antes de la resolución final del procedimiento sin perturbar gravemente el funcionamiento de la Administración. Idea esta que aparece plasmada en el artículo 107.1, párrafo segundo de la LRJPAC, que dispone que «la oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento». Por lo tanto lo que se pretende es que si no se subsanó la irregularidad, la impugnación de la misma se acumule a la resolución final.

Como ya hemos anotado esta regla de la no recurribilidad autónoma de los actos de trámite admite una serie de importantes excepciones. Así se refleja en el tan citado art. 107. 1 párrafo primero de tan repetida ley de procedimiento, son impugnables de forma autónoma los actos de trámite que determinan la imposibilidad de continuar con el procedimiento o bien causan indefensión. Estos actos de trámite son a los que nos referíamos como actos de trámite cualificados, lo que es perfilado con mayor exactitud en el también mencionado art. 25.1 de la LJ. Al señalar como recurribles los actos de trámite que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos.
La jurisprudencia sobre los actos de trámite recurribles está dominada por la casuística, pero puede destacarse una tendencia a admitir la irrecurribilidad de actos con contenido decisor suficiente (Alonso Ibáñez, 1996), mostrándose, sin embargo, reticente a admitir la impugnación de los actos de trámite que no tengan carácter regulador, en el sentido que ya hemos tenido ocasión de analizar.

El Derecho comunitario ofrece una tendencia distinta, al imponer la impugnabilidad de aquellos informes que, aunque emanados de autoridades nacionales, se inserten en un procedimiento comunitario (Alonso Ibáñez, 1996), basándose en la jurisprudencia sentada por la STJCE de 3 de diciembre de 1992 (Borrelli vs. Comisión, as. 97/91, Rec.I-6330. La literalidad de los preceptos legales antes transcritos podrían imponer una solución similar, en nuestro sistema, al menos cuando de informes vinculantes se trata.

     6.2. Actos que ponen fin a la vía administrativa o que causan estado. Esta distinción es relevante en cuanto a la posibilidad o no de interponer recurso contencioso-administrativo contra los mismos, que es deducible únicamente respecto de aquellos actos que causan estado o que agotan la vía administrativa en cuyo caso el particular puede interponer recurso de reposición o acudir directamente el contencioso-administrativo.
Si el acto administrativo no agota dicha vía el particular puede recurrir en alzada, o sea empleando un recurso administrativamente jerárquico, antes de acudir a la vía contencioso administrativa. La ley señala cuáles son los actos que ultiman la vía administrativa en el artículo 109 LJRPAC y en la Disposición 15ª de la LOFAGE, que hacen referencia  los siguientes tipos de actos:


1º. Las resoluciones de recursos de alzada.

           
2º. Las resoluciones de los procedimientos de impugnación a que se  refiere el art. 107.2 LJRPAC (se trata de otros procedimientos de impugnación, reclamación, mediación, arbitraje ante órganos no jerarquizados que las leyes especiales pueden establecer en sustitución del recurso de alzada).


3º. Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario.


4º.- Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca.


Respecto a estos dos últimos puntos ha de tenerse en cuenta que la Disposición Adicional 15ª de la LOFAGE señala que agotarán la vía administrativa:

· Los actos de los miembros y órganos del Gobierno (Comisiones Delegadas del Gobierno)

· En la Administración General del Estado:

a) Los dictados por los ministros y Secretarios de estado en el ejercicio de sus competencias que tenga atribuidas los órganos de los que son titulares.

b) los dictados por los órganos directivos con nivel de Director general o superior (Subsecretarios, Secretarios Generales y Secretarios Generales Técnicos), en relación con las competencias que tengan atribuidas en materia de personal.

- En los organismos públicos adscritos a la Administración General del      Estado, los dictados por los máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo a los que establezcan su Estatutos, salvo los actos de los máximos órganos de dirección, enumerados en el art.  82.1 de la Ley 50/98, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, que admiten recurso de alzada ante el Ministro, a no ser que se refieran a materia de personal, resuelvan un recurso de alzada o un procedimiento de impugnación alternativo (art. 82.2 de la Ley 50/1998).

En la Administración autonómica hay que estar a los dispongan sus normas internas de organización.

En el ámbito local, la cuestión queda planteada por el artículo 52.2 de la Ley reguladora de las Bases del Régimen local, que incluye como actos que agotan la vía administrativa, las resoluciones de los siguientes órganos y autoridades: los del Pleno, Alcaldes o Presidentes y Comisiones de Gobierno de las Diputaciones, salvo casos excepcionales en que una ley sectorial requiera la aprobación ulterior de la Administración del Estado o de la Comunidad autónoma, o quepa excepcionalmente recurso ante estas Administraciones (delegación de competencias en la Administración municipal por parte de la Administración del Estado, de las Comunidades Autónomas o por otros entes locales, art. 27 de la LRBRL). También ponen fin a la vía administrativa los acuerdos adoptados por órganos locales por delegación del Alcalde o Presidente, o de otro órgano cuyas resoluciones tengan ese efecto.
           5º. Por último, ponen también fin a la vía administrativa los acuerdos, pactos, convenios o contratos que terminen un procedimiento (ha de tenerse en cuenta la posibilidad de terminación convencional que recoge el art. 88 de la propia LJRPAC).


6.2.2. Actos que no causan estado, son aquellos que no expresan de manera definitiva la voluntad de la organización administrativa en que se producen, porque contra los mismos puede y debe interponerse un recurso ante el superior jerárquico del órgano que los dictó o ante otro órgano antes de acudir a la vía judicial. Este concepto se deduce, negativamente de los supuestos en que la ley considera que un acto ha «agotado la vía gubernativa».

     6.3. Actos firmes y actos recurribles.
             Desde la misma perspectiva de la recurribilidad deben distinguirse:


    6.3.1. Actos firmes llamados también consentidos, son aquellos que con independencia de que hayan o no causado estado, no son susceptibles de ninguna clase de recurso, ni administrativo ni jurisdiccional (salvo la posibilidad de un recurso extraordinario de revisión, en los supuestos determinados en que dicha impugnación es posible y que están señalados en el art. 117 LRJPAC) bien por haber transcurridos los plazos legalmente establecidos para interponer los correspondientes recursos, administrativos o jurisdiccionales, bien porque su contenido haya sido confirmado por una resolución judicial, a su vez, firme.
     6.4. Actos originarios y actos confirmatorios.

La regla de la firmeza, que implica el carácter no impugnable de los actos no recurridos en plazo, y justificaba la anterior clasificación, quedaría burlada si fuese posible provocar la producción de un nuevo acto idéntico al anterior e impugnarlo.
Para evitar esa operación fraudulenta los actos confirmatorios de otro anterior firme y consentido no pueden ser objeto de recurso contencioso-administrativo (HUERGO, 1999), no siendo por lo demás, tampoco, actos administrativos por falta del carácter regulador. Así en referencia a esta cuestión, el art. 28 LJ de 1998 establece que «no es admisible el recurso contencioso-administrativo respecto de los actos que sean reproducción de otros anteriores definitivos y firmes y los confirmatorios de actos consentidos por no haber sido recurridos en tiempo y forma».

Para que podamos hablar de un acto confirmatorio de otro anterior es necesario según la jurisprudencia que se cumplan los siguientes requisitos: «identidad de contextos, que se trate de los mismos hechos y argumentos y que el acto dictado últimamente no amplíe o restrinja el inicialmente adoptado en su contenido y fundamento. O dicho en otros términos, que el segundo acto o decisión administrativa no represente la más mínima novedad del anterior, del que debe constituir una simple reiteración. La identidad de ambos acuerdos debe ser absoluta para poder entender que revela un aquietamiento con una decisión administrativa anterior, aunque exija la coincidencia entre el primer acto y el segundo» STS de 26 de mayo de 2000, Abr. 5124; ponente Fernández Montalvo).

Este estricto planteamiento jurisprudencial se resume en la exigencia de que entre el acto originario y el confirmatorio se den las tres identidades, de sujetos, de pretensiones y de fundamento (STS de 3 de diciembre de 1999; ponente, González Rivas), propias de la cosa juzgada.

Elementos o requisitos de los Actos administrativos
       1.- Introducción.  La doctrina no es pacífica ni en la enumeración de los elementos ni en la terminología, a título de ejemplo mencionaremos algunos tratadistas que han abordado este cuestión y lo que ellos consideran como elementos o requisitos de los actos administrativos.

Para Forti, se distinguen los siguientes elementos esenciales a) Presupuestos generales donde estudia la capacidad del sujeto, las competencia del órgano y la cualidad de órgano en la persona que emana la voluntad, b) Presupuestos especiales, cuando la norma impone junto a los anteriores, ciertos datos específicos, así por ejemplo en incumplimiento de una obligación, la situación de urgencia, la enfermedad, la viudez, etc.…c) La forma; d) La motivación; e) La causa y los motivos; f) El contenido.
Para Zanobini se limita a los siguientes: a) Sujeto, donde se estudia la competencia del órgano; b) Objeto; c) Voluntad; d) Contenido; e) Forma. No considera la causa al entender que no tiene existencia autónoma, sino que un modo de obrar la voluntad.
La doctrina española actual distingue los elementos subjetivos, objetivos y formales, en esta línea Villar Palasí incluye entre los primeros los órganos y sus titulares; entre los segundos, el supuesto de hecho, el contenido y el fin, y entre los últimos, el procedimiento, la forma de la declaración y la motivación.
Distinta es la posición de Garrido Falla, que habla de la materia el tratar de los requisitos de validez y vicios de los actos: a) Elemento subjetivo, b) Contenido, c) Causa, d) Fin y e) Forma.  García de Enterría critica esta posición al distinguir los siguientes elementos esenciales: a) Elementos subjetivos (administración, órgano, competencia, investidura del titular del órgano); b) Elementos objetivos (presupuesto de hecho, objeto, causa, fin); c) Formales (procedimiento, forma de la declaración).
González Pérez distingue requisitos subjetivos (aptitud del sujeto, voluntad), requisitos objetivos (posibilidad, licitud y causa), requisitos de actividad (lugar, tiempo, forma). 

Para García-Trevijano Fos, son los elementos siguientes los esenciales:

a) Persona Jurídica de Derecho Público; b) órgano concreto que emana el acto; c) Voluntariedad; d) Objeto; e) Contenido de la acción voluntaria; f) Causa;  g) Forma. 

En consonancia con esas posturas doctrinales debemos decir siguiendo a Bocanegra Sierra
, que los elementos de los actos administrativos constituyen auténticas condiciones de validez de los mismos (la doctrina alemana se refiere directamente con esa expresión a las figuras que seguidamente se analizan [Maurer , 2001]) cuyo examen sirva para precisar los requisitos que los actos administrativos deben cumplir si se quiere estar ante actos administrativos válidos, de tal modo que si, efectivamente es posible verificar el cumplimiento de las condiciones legalmente exigidas para su producción, los actos administrativos habrán de considerarse conformes a Derecho, debiendo entenderse lógicamente inválidos si, por el contrario, no se cumplen aquellos requisitos. Fácilmente se observa, pues, que el estudio de los elementos de los actos administrativos dista mucho de ser un asunto puramente académico o convencional resultado un aspecto de los actos administrativos, más bien de gran importancia institucional, aunque el modelo utilizado, con carácter general por la doctrina para relatarlo ( el propio de los privatistas referido al negocio jurídico, basado en un concepto de voluntad que no puede ser asumido en el ámbito del Derecho Administrativo, como hemos notado), puede llegar a oscurecer la exposición. Sólo, así, como condiciones de validez de los mismos, es posible, pues, tratar de los elementos de los actos administrativos.

De acuerdo con modelo del planteamiento de los autores italianos de mediados del siglo XX, modelo de los que se llevan a cabo usualmente entre nosotros, suele hablarse de los elementos esenciales y de los elementos accidentales  de los actos administrativos, como ya vimos al referirnos a la clasificación que de los elementos hacen algunos de los autores a los que nos referimos en líneas más arriba. Los elementos  esenciales son aquellos de existencia necesaria en todo acto administrativo y cuya regularidad es condición de validez de los actos administrativos, siendo los elementos accidentales aquellos cuya existencia no es necesaria, pero que una vez establecidos, se constituyen en condición de eficacia del acto. Los elementos esenciales a los que no referiremos seguidamente, son los que la doctrina acoge con más frecuencia.

       2.- Los elementos subjetivos de los actos administrativos. Estos sólo pueden ser dictados por una Administración Pública, lo que excluye de su ámbito a los dictados por entes aunque públicos, no son Administración Pública (por ej., los dictados por las Cortes o el poder judicial), como los actos de los particulares, salvo en aquellos supuestos excepcionales en que éstos actúan por delegación de una Administración (fundamentalmente en los supuestos de auto administración [Colegios Profesionales, Juntas de Compensación de la legislación urbanística], o los concesionarios) con independencia de que determinadas actuaciones de las Cortes o del Poder judicial ( los actos de pura gestión o de administración) puedan ser enjuiciadas por los Tribunales Contencioso-Administrativos.
Las potestades que el ordenamiento jurídico otorga a cada Administración, no son por otra parte, ejercidas por todos los órganos de la misma indistintamente. Cada administración dotada de personalidad jurídica, se integra por un conjunto de órganos jerárquicamente ordenados, en el que cada uno podrá ejercitar sólo aquella parte  de la capacidad de las potestades y de las funciones que el ordenamiento atribuye a la Administración en que se integra; esto es, cada órgano podrá desempeñar únicamente las funciones propias de su competencia. Siendo la competencia la medida de la potestad que corresponde a cada órgano, su determinación la realiza la norma jurídica que la atribuye, y que a su vez, la distribuye conforme a distintos criterios. La competencia puede ser asignada ratione materia ( esto por razón de su contenido u objeto), por razón de la jerarquía (cuando, según el grado, se otorgan funciones sobre una parte más o menos amplia de la materia) o por razón del lugar, aunque también, en algunos supuestos, por razón del tiempo, cuando se condiciona el ejercicio de una competencia a un determinado periodo de tiempo, fuera del cual, el órgano, competente en virtud de otros criterios no puede acatarla ( un ejemplo sería la competencia en el uso de los créditos presupuestarios, que sólo cabe ejercitar durante el periodo de tiempo al que extiende el presupuesto) Para determinar con precisión, en el caso concreto, si el órgano puede o no actuar deben tomarse en consideración también los supuestos legalmente previstos, de transferencia de funciones administrativas entre órganos, tales como la delegación (art. 13 LJRPAC), la avocación (art. 14 LJRPAC), la sustitución o la suplencia (art 17 LJRPAC), o bien la encomienda de gestión (art. 15 LJRPAC) y la delegación de firma (art. 16 LJRPAC).
Siéndole pues posible, a los órganos administrativos actuar válidamente sólo en el ámbito de sus competencias, o sea, si cumplen los requisitos exigidos por sus normas atributivas, cualquier incumplimiento de éstas, es decir, toda actuación que se produzca fuera de ese estricto y expreso marco competencial, dará lugar a la invalidez, a la ilegalidad de los actos administrativos dictados, pudiendo comportar incluso, la nulidad de pleno derecho de los mismos, si la incompetencia es manifiesta y se produce por razón de la materia o del territorio (art. 62.1.b LJRPAC). 

La última condición subjetiva de validez del acto administrativo se encuentra en la necesidad de que el titular del órgano reúna una serie de condiciones subjetivas, cuya eficacia invalidatoria, es sin embargo variable:


-Que esté correcta y legalmente investido, como suele habitualmente exponerse; esto es, que el titular del órgano lo sea una autoridad o funcionario regularmente nombrado, que haya tomado posesión y que esté en activo como titular de ese órgano o como suplente en los casos legalmente previstos.


-Que no incurra en causas legales de abstención o recusación en su caso (arts. 28 y 29 LRJPAC)


-Que actúe conforme a las condiciones formales que las normas establecen para posibilitar la imputación de su actuación al órgano (aspecto que es especialmente relevante respecto a los miembros de los órganos colegiados, cuya actuación sólo se imputará al mismo, si se cumplen las reglas esenciales para la formación de la voluntad, tales como la regularidad de convocatoria, la inclusión del asunto en el orden del día, el quórum de constitución o la correcta aplicación de las normas sobre votación. En otro caso, podría estarse ante una causa de nulidad de pleno derecho).
La infracción de los requisitos señalados no conduce sin más, sin embargo, como se ha dicho, a la invalidez del acto administrativo así dictado. Respecto de las causas de abstención y recusación, el propio artículo 28.3 LRJPAC señala que «la actuación de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran motivos de abstención no implicará necesariamente, la invalidez de los actos en que hayan intervenido» por su parte, por lo que se refiere a los actos dictados por personas no investida legalmente, hay que contar con la doctrina del funcionario de hecho que por imposición de la seguridad jurídica, implica la imputación a la Administración de determinados actos administrativos dictados por personas que no cumplen todos los requisitos legales que justificarían, normalmente, aquella imputación.
3.- Los elementos objetivos de los actos administrativos.



Los elementos objetivos de los actos administrativos describen las condiciones de validez que afectan al contenido de los actos. El principio de legalidad, al que estrictamente está sometido la Administración impone que el contenido de los actos administrativos sea conforme con el Ordenamiento jurídico (art. 53.2 LRJPAC), afirmación ésta en la que en realidad, se resumen los problemas de los elementos de los actos administrativos. Es necesario, por ello, examinar los requisitos que, para la validez de los actos administrativos, exige necesaria adecuación o conformidad de estas actuaciones concretas con la norma habilitante de las mismas. A los efectos de explicar esta relación, la doctrina suele utilizar los siguientes conceptos, que provienen de la teoría general del negocio jurídico que son los que explicarán a renglón seguido:

a) Los presupuestos de hecho.



Un sector de la doctrina (Garrido, 1994) ha situado en los presupuestos de hecho la causa de los actos administrativos. Esta posición no parece aceptable, puesto que, en contra de la tradición dogmática que tiene su origen en la teoría general del Derecho, supone tomar por causa un presupuesto, y no, la finalidad objetiva o la adecuación a los fines que la justifican, que es en lo que realmente consiste la causa.


El ejercicio de la potestad administrativa de la que resulta un acto administrativo presupone la existencia de unos supuestos o elementos de hecho que la norma de atribución de la competencia ha establecido. Al no ser los actos administrativos sino el resultado de aplicación de una norma (la que habilita la potestad –la competencia que se actúa), requieren inexcusablemente, para su validez, que los presupuestos de hecho a los que la norma anuda consecuencias jurídicas, se cumplan en cada caso concreto. Los presupuestos de hecho pueden consistir en situaciones totalmente objetivas ( por ejemplo el número de alumnos por aula a la hora de otorgar una subvención a un centro docente) o bien implicar una valoración más compleja, si el tipo ha incluido en su descripción conceptos jurídicos indeterminados (como puede ser la noción de peligro inminente en el Derecho de policía, o la de la mejor técnica disponible en el medio ambiental) aunque sean indeterminados a priori, deben ser determinados por el órgano que aplica la norma en el caso concreto, sobre la base de la experiencia o de un juicio valorativo (Bocanegra/Huergo, 2001). A diferencia de los con las potestades discrecionales en donde la Administración tiene la posibilidad de elegir entre varias soluciones, todas ellas igualmente lícitas, en los conceptos jurídicos indeterminados no existe sino una única solución justa, como es bien conocido y ya hemos estudiado en otra parte de este trabajo. Así por ejemplo, una técnica es la mejor disponible, y sólo una. Debe decirse que sea cual sea la definición concreta del supuesto de hecho, éste siempre será enjuiciable por el Juez del Contencioso, constituyendo un importante instrumento de control de la legalidad de la actuación administrativa, tema que es tratado en profundidad por García de Enterría/Fernández, 2007)

b). El fin de los actos administrativos.


La consideración del fin como uno de los elementos de los actos administrativos tiene su arranque en el art 103.1 CE, según el  cual la Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales. De aquí deriva la necesidad de que toda actuación administrativa esté orientada a conseguir un fin de interés público o público, finalidad que habrá que buscar en la norma atributiva de la potestad que se actúa y que bien apareciendo expresamente indicada o deduciéndose su contenido, habrá de ser necesariamente cumplida por el acto administrativo dictado en ejercicio de aquélla al constituir  el objeto de la potestad que se atribuye a la Administración y que se ejercita en el caso concreto por el acto administrativo.


c). La causa de los actos administrativos.


Consiste en la adecuación o acomodación del contenido de los mismos al fin que persigue la norma atributiva de la competencia de la competencia que con ellos se ejercita. Así por ejemplo la causa de un acto que resuelve una expropiación forzosa será la efectiva vinculación del bien expropiado al fin de utilidad pública o interés social que justifico la expropiación (art. 33.3 CE)

La adecuación del acto administrativo al fin que persigue lo hizo posible, qué justificó su existencia, debe mantenerse a lo largo de la eficacia del mismo por lo que su desaparición afectará al cese de sus efectos, su extinción. Esta expresión suele expresarse en el aforismo cessante causa cessat efectus (que la jurisprudencia admite, como en la STS de 28 de noviembre de 1986, Ar. 7719; ponente, González Navarro) que tiene en nuestro sistema una aplicación paradigmática en la figura de la reversión expropiatoria, regulada en los arts. 54 y 55 de la Ley de Expropiación Forzosa, reformados, en un sentido restrictivo del derecho a la reversión que plantea serias dudas de constitucionalidad (García Luengo, 2000), por la Ley de Ordenación de la Edificación de 5 de noviembre de 1999. La reversión como su nombre indica, implica que cuando un bien deja estar destinado al fin de utilidad pública o interés social que justificó la expropiación, el expropiado puede pedir y exigir la devolución del bien expropiado, a cambio del reintegro del justiprecio actualizado, justamente por la desaparición sobrevenida de la causa expropiandi. Debe añadirse además que la causa incluye en su concepto, en el ámbito del Derecho Administrativo (no en otras ramas del Derecho) los motivos del acto, aun siendo distinguible de la causa. Ello se explica porque la Administración no tiene una vida personal propia, su voluntad es una voluntad normativa, no psicológica y, en consecuencia, su actuación se dirige exclusivamente al cumplimiento de los mandatos del ordenamiento jurídico, de donde se deriva que el motivo de sus actuaciones debe ser siempre el cumplimiento del fin público señalado en cada caso por la norma habilitante de la competencia: Por el contrario causa en el Derecho Privado es la finalidad objetiva del negocio ( así en la compraventa, el cambio de la  cosa por el precio, y el motivo es la finalidad concreta que subjetivamente persigue cada parte ( lucrarse, hacer un regalo, cumplir una promesa, etc)


d). La desviación de poder.


 El aseguramiento de la adecuación de los actos administrativos al fin que los justifica se ajusta a la técnica de la desviación de poder. La desviación de poder es un vicio del acto administrativo que consiste, según  la clásica definición legal contenida en el art. 70.2 de la LJ de 1998, en el «ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el Ordenamiento jurídico».
La desviación de poder se produce, ya persiga el acto administrativo fines privados (por ejemplo el uso de normas sobre la fijación de complementos de productividad de los funcionarios para gratificar a quienes son afines ideológicamente o políticamente), o pretende la consecución de fines públicos distintos de los previstos en la norma atributiva de la competencia (el uso de la potestad sancionadora con fines recaudatorios), estando presente tanto en el ejercicio de potestades regladas como cuando lo que está en juego son poderes discrecionales.

El mayor problema de la desviación de poder lo constituye la prueba de su existencia, que puede no obstante, intentarse – y conseguirse a veces- de forma indirecta (que será la usual en la mayor parte de las actuaciones, dada la dificultad de una prueba directa) a través de indicios racionales que puedan justificar en el Juez del contencioso la convicción de la existencia de un finalidad desviada en el acto administrativo. Un resumen jurisprudencial acerca de la desviación de poder, lo ofrece entre otras la STS de 13 junio de 2000 (Ar 4776; ponente, González Rivas).

e). Los vicios en la formación de la voluntad.


Más allá de la relación entre los actos administrativos y la norma habilitante de la competencia ejercida, la actuación administrativa está sometida a otros requisitos de validez que afectan igualmente al contenido del acto administrativo. Una cuestión que debe plantearse en este sentido es la relevancia en el ámbito del derecho administrativo de los vicios que afectan en el derecho Privado la declaración de voluntad, tales como error, violencia, la intimidación o el dolo y, en general, el problema de hasta qué punto pueden proyectarse sobre la validez de los actos administrativos la situación objetiva de incapacidad de obrar del agente administrativo autor de un acto administrativo.
Descartada la posibilidad de plantear la construcción del Derecho Administrativo, en general, y de la teoría de los actos administrativos en particular; y en particular desde una perspectiva antropomórfica, debe insistirse que la voluntad de la Administración no es una voluntad psicológica sino normativa, en nada distinta de la establecida por la Ley, lo que sitúa el problema muy lejos de lo que sucede en el Derecho Privado o en la teoría general del Derecho. Por ello, porque la voluntad administrativa es una voluntad normativa, los vicios de la persona física titular del órgano que hace actuar la voluntad de la Administración, carecen, en principio de especial trascendencia respecto de la validez de los actos administrativos, no provocando siempre, y necesariamente, su ilegalidad. No obstante, en aquellos casos en los que puede caber una elección entre diversas opciones, todas ellas igualmente válidas (supuestos, por tanto de ejercicio de potestades discrecionales), la existencia de vicios en la formación de la voluntad del titular del órgano autor del acto administrativo podría ser determinante a la hora de decidir sobre su validez, porque si bien es verdad que, por ejemplo la existencia de cohecho no invalida por sí misma la licencia reglada concedida de acuerdo con el Ordenamiento jurídico (aunque sea perseguible penalmente) provocaría, sin duda la inmediata invalidez de una concesión discrecional, si hubiera habido de hecho, distintas alternativas para su otorgamiento.
Cabe, sin embargo una excepción a la regla de la ilegalidad de los actos administrativos discrecionales en los que concurre un vicio en la formación administrativa: la constituida por aquellos supuestos de reducción a cero de la discrecionalidad, según expresión de la doctrina alemana, casos en los que, dadas las circunstancias de los hechos existentes, no resulta posible otra solución, ajustada a Derecho, diferente de la adoptada. En estos supuestos de verdadera ausencia de discrecionalidad en el caso (en donde por cierto, el Juez de lo Contencioso puede llegar a sustituir la decisión administrativa, si no se toma la única solución justa o posible), que se producen generalmente allí donde cualquiera otra solución distinta a la acordada supondría una violación de una norma o un principio general de general de Derecho, no tendría sentido, como es natural, plantearse la anulación del acto administrativo en causa como consecuencia de la existencia de vicios en la declaración de voluntad, si el órgano administrativo optó por la solución correcta (HUERGO, 2000).

f). Otras exigencias del contenido de los actos administrativos.

El contenido de los actos administrativos, debe, para su validez, estar sometido a los siguientes requisitos:


a’). En general, a la tabla de derechos y libertades fundamentales y a los principios generales de Derecho, cuyo respeto no constituye sólo un límite objetivo a la voluntad discrecional de la Administración, sino también un elemento esencial en el control del mismo.


b’). En particular juega aquí un papel relevante el sometimiento al principio de proporcionalidad, que implica que los actos administrativos deben ser equilibrados, es decir, ajustados, proporcionados a los resultados que se tratan de obtener, además de idóneos o necesarios. Una medida es idónea cuando se acomoda al fin que persigue y es necesaria cuando no hay otros medios más adecuados para alcanzar el fin y menos gravosos para el destinatario o la comunidad (Maurer, 2000)


c’). Los actos administrativos están vinculados en su contenido a la consideración del principio  de determinación o precisión (Bestimmheit, en la doctrina alemana) que les impone, justamente contar con un contenido preciso y consecuente, de forma que el destinatario pueda conocer sin lugar a dudas que es lo que el órgano ha declarado (Maurer 20009. Este principio, por cierto, en el art. 53.2 LRJPAC, deriva de la propia naturaleza del acto administrativo, en cuanto concreción, en el caso, de lo establecido con carácter general por las normas jurídicas, y de la necesidad de que, con los actos administrativos, la Administración cumpla con las exigencias de seguridad jurídica.


d’) Por último los actos administrativos deben ser posibles. No sólo jurídicamente, sino también el plano factual, como exige el ordenamiento jurídico, que tacha de nulos de pleno derecho a los actos administrativos que tengan un contenido materialmente imposible, art. 62.1.c LJRPAC. La jurisprudencia del TS, confunde, en algunos casos la indeterminación del contenido de los actos con su imposibilidad, uniendo el requisito al anterior. Un resumen de esta posición de encuentra en el Fundamento de Derecho, segundo de la STS de 19 de mayo de 2000 (Abr. 4363; ponente Rodríguez-Zapata) cuando dice que «que actos nulos por tener un contenido imposible son…los que resultan inadecuados, en forma total y originaria, a la realidad física sobre la recaen. Son también de contenido imposible los actos que encierran contradicción interna en sus términos (imposibilidad lógica), por oponerse a las leyes físicas inexorables o a lo que racionalmente se considera insuperable». 


4.- Los elementos formales de los actos administrativos.

La doctrina suele considerar bajo este epígrafe el tratamiento de dos cuestiones diferentes: El procedimiento administrativo por un lado y la forma de manifestación de los actos administrativos.


En cuanto al procedimiento nos remitimos a la ponencia expuesta sobre la materia por la compañera Carmen Merí Celma y lo expuesto también por Fernando Olmo.

En cuanto a la forma de los actos administrativos tenemos:


a) Actos escritos. En cuanto a estos contienen la regla general de que es la forma escrita la de producción del acto, como se desprende claramente del art. 55.1 de la Ley de Procedimiento al decir que «los actos administrativos se producirán por escrito a menos que su naturaleza exija o permita otra forma más adecuada de expresión y constancia»: la opción de la forma escrita viene certeramente justificada por la conveniencia de la constancia del contenido del acto, que facilite su ejecución, y por la necesidad con carácter general, de que los actos administrativos sean notificados o, en su caso, publicados para adquirir eficacia. Las excepciones se justifican, por la naturaleza del acto de que se trate. Así por ejemplo la urgencia puede determinar que algunas órdenes (de policía general o de otra clase) se produzcan de forma oral. Este planteamiento ha sido corroborado por la jurisprudencia, así es de ver en la de 21 de enero de 1992 (Ar.718. Ponente Delgado Barrio, dice:
«La forma escrita de los actos administrativos que con excepciones, establece el art. 55.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo, es ante todo una garantía de seriedad y certeza. No cabe admitir una licencia urbanística verbal que introduciría un factor grave de inseguridad jurídica y menos aún en el ámbito de las llamadas licencias provisionales del art. 58.2 del Texto Refundido que exigen determinados compromisos incluso de trascendencia registral. Y desde luego una posterior “manifestación” por escrito del Alcalde indicadora de haber dado un permiso verbal para obras, no pasa de ser un elemento puramente testifical que no implica que la licencia conste por escrito.»


b) Actos verbales. 

Según García-Trevijano Fos
, son admisibles a condición de que haya constancia y pueda demostrase que existen. ¿Pero qué actos admiten la forma verbal? Para Fernández de Velasco era admisible la forma verbal- y sigue siendo admisible añadimos- cuando la ley lo autorizaba, citando entre otros casos las reclamaciones de los emigrantes y que la Inspección formulaba por escrito, ejemplo no muy afortunado ya que dichas reclamaciones, aunque pertenecientes al Derecho Público, no son actos administrativos. Sí que es en cambio, un acto administrativo verbal la advertencia de ilegalidad que los Secretarios de las Corporaciones pueden, y deben formular, ante la toma de acuerdos ilegales. Suelen citarse como ejemplos de actos verbales las  órdenes e instrucciones de servicio (internos), actos de la función de policía de seguridad en que no es posible la escritura, como la intimación  para disolver una manifestación. A veces la forma verbal es la única prescrita, como por ej., la manifestación del Juez en la celebración del matrimonio civil. Al igual que sucede en el proceso civil, lo que no está escrito debe documentarse para tener constancia (ésta es la función de las llamadas antiguamente «diligencias» que autorizaban los Secretarios para reflejar alguna comparecencia personal). Tanto la Ley jurisdiccional como la LRJPAC reconocen expresamente este tipo de actos arts. Están expresamente regulados en el art   55.2 de la LJRPAC que textualmente dice: «En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se trata de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de forma verbal, con expresión de su contenido». Este precepto ya se encontraba en la antigua Ley de Procedimiento Administrativo de 1958.

c) Actos manifestados por otros medios expresos.


Son cada día más numerosos los actos realizados por medios mecánicos (señales de tráfico), gestos (señales del policía de circulación) los medios telemáticos (correos electrónicos, videoconferencias etc.) con su gran eclosión desde la aparición de internet que han venido a revolucionar este tema en gran medida.
Con respecto a este tema se refiere al mismo la obra comentada por varios autores del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
, dice que tales serán los actos expresos manifestados de manera distintita a la oral o la escrita, los actos tácitos y los actos presuntos. Los actos expresos manifestados mediante signos distintos de la forma escrita y oral tales como señales visuales o acústicas, son desde luego admisibles en Derecho español, existiendo expresa referencia a ellos en normas especiales, así en las leyes en materia de Tráfico y circulación de vehículos a motor. Sin embargo la Ley no establece norma alguna sobre el modo en que deben dejarse constancia escrita de los mismos sobre su existencia. La mayor parte de las veces en que resulta posible el acto expreso no verbal ni escrito se trata como ya decíamos de órdenes de policía o de instrucciones de inmediata ejecución cuyo número e importancia pueden hacer no sólo innecesaria sino difícil su constancia por escrito. Sin embargo siempre que el acto sea objeto de impugnación o que se incorpore a un procedimiento administrativo, será necesaria su constancia por escrito y, estos efectos, parece aplicable lo previsto en el artículo 55.2 LJRPAC para los actos verbales.


d). Acto tácito.

Son actos tácitos aquellos en los que la declaración de voluntad administrativa se manifiesta o exterioriza por medio de hechos concluyentes, no de manera expresa. Tienen los siguientes caracteres: 

1)- No son actos presuntos en la medida, en que la voluntad administrativa no se presume, sino que existe, aunque no sea expresa. Por tanto su tratamiento no es equiparable al de los actos presuntos, sino al de los expresos (por ej. En cuanto al plazo de interposición del recurso contencioso administrativo en contra de los mismos) sin perjuicio del carácter problemático, dada su ausencia de manifestación expresa  oral o escrita.

2). No pueden confundirse con las vías de hecho pues es distinto manifestar tácitamente la voluntad administrativa que incurrir en los supuestos constitutivos de aquella.
3). La jurisprudencia ha admitido esta figura, reconociendo su carácter recurrible pues su tratamiento procesal es equiparable al de los expresos (STS 18-10-86, RJ 5943; 27-3-87, RJ 3951; 12-2-81 RJ 1418).
4).- No es inadmisible la idea de reglamentos, reglamentaciones tácitas, si bien empleando el término  «reglamento» en sentido amplio.
5). Tiene carácter excepcional o, al menos infrecuente.

Ejemplos del acto tácito son las liquidaciones tributarias derivadas de acta de conformidad en caso de que no haya nueva actuación por parte de la jefatura de la inspección (RD 939/1986, art. 49 s); las sanciones con previa conformidad del interesado en procedimientos sancionadores tributarios derivados de actuaciones tributarias en los términos del RD 2063/2004, art. 25.6; la afectación o desafectación tácita, la revocación tácita de las sanciones (TSJ Baleares 14/11. RJCA 109).


e) Actos presuntos.

Son actos presuntos aquellos que se imputan a la Administración Pública en caso de no resolver expresamente dentro del plazo establecido para ello. Hay una exposición de los mismos seguidamente pero nos remitimos a lo expresado por nuestro compañero Jorge Senis en su exposición relativa al silencio administrativo

Presentan los siguientes caracteres:


1). Sólo pueden recaer en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado nunca en procedimientos de oficio en los que falta la resolución expresa produce el efecto de la perención o caducidad del procedimiento o el archivo de las actuaciones con alguna excepción muy concreta (LRJPAC art. 44).


2). Los actos presuntos estimatorios (que producen estimación por silencio administrativo) tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. Se considera que son actos administrativos en sentido técnico, por lo que no cabe resolución expresa posterior contraria (LRJPAC art. 43.3 modificado por la Ley 14/1999)


3). Los actos presuntos desestimatorios (desestimación por silencio administrativo) tienen el único efecto de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contenciosos administrativo que resulte procedente. Suponen una mera ficción que permite resolución expresa posterior, contraria al efecto del silencio (LRJPAC art. 43.3 modificado por la Ley 4/1999).


4). La condición presunta es incompatible con ciertas clases de actos, fundamentalmente sanciones, órdenes de ejecución y, en general, los que hayan de dictarse en un procedimiento incoado de oficio.


5). No pueden existir reglamentos presuntos.


6). Los actos presuntos pueden acreditarse por cualquier medio de prueba admitido en Derecho.


7) Gozan de las mismas garantías de permanencia y estabilidad que los actos expresos (Consejo de Estado, dictamen 54121/1990)


f). Acto implícito.

Así como en el caso de los actos tácitos se basaba en el comportamiento de la Administración en éstos ha de tratarse de actos jurídicos que permitan deducir implícitamente la existencia de una voluntad acorde con su contendido.
Se asciende a un funcionario, luego existía un nombramiento implícito; se autoriza a un establecimiento público para aceptar un legado luego existe el acto implícito que le reconoce la personalidad; el funcionario procedente de supernumerario forzoso o suspenso que haya cesado deberá solicitar su admisión y participar en cuantos concursos puedan anunciarse para la provisión de puestos de trabajo reservados a su Cuerpo, y caso de no hacerlo «se les declarará en situación de excedencia voluntaria» ( a la que sólo se puede llegar a petición de parte, luego la voluntad del funcionario está implícita en su inercia, art. 51 de la Ley de funcionarios de 1964). Lo mismo sucede con  el excedente especial que no reingrese en treinta días después del cese (art. 43.3. ídem). La utilidad pública se entiende implícita en relación con inmuebles en todos los planes de Obras y Servicios del Estado, Provincia, y Municipio (art. 10 de la LEF), la autoliquidación sustituye implícitamente a la liquidación provisional, un funcionario de empleo que sea ascendido, madure trienios, obtenga excedencia voluntaria, etc.…. Se presume implícitamente que ha obtenido la profesionalidad. Se ha debatido también la doctrina el problema si cabe considerar como actos administrativos implícitos de anulación o revocación que resultan incompatibles con los anteriores. 

La incompatibilidad entre actos administrativos puede ser sucesiva o simultánea. La primera se rige por el principio de que el acto posterior prevalece sobre el anterior, frente al principio general de los contratos en el derecho civil de que el acto prioritario prevalece. En los actos unilaterales privados el principio de prioridad no se aplica con el mismo significado en todos los casos, así por ej., el testamento posterior anula o revoca el anterior.

Se sostiene en consecuencia, que el acto posterior incompatible con otro anterior encierra una revocación implícita.
En caso de que la incompatibilidad sea simultánea habrá que acudir a otros criterios como la competencia, la jerarquía, etc., y, en el caso de que pueda llegar a determinar cuál es la voluntad preferente ambos actos se destruirían, pero no en razón a la revocación, sino por nulidad ab initio (Resta)

Estima Alessi que no basta el hecho de la emanación del acto para que pueda inferirse implícitamente la existencia de una voluntad de revocación o anulación de actos incompatibles, sino que debe ser un acto expreso que no difiera sustancialmente de la declaración implícita. Así por ejemplo sucede en el caso de reforma de actos antecedentes, en que puede verse una declaración expresa pero implícita de revocar o anular el acto reformado.


g) La motivación como requisito de forma en los actos administrativos.


La motivación es un requisito necesario en determinados actos administrativos tal y como se recoge en el art. 54 LRJPAC, dentro del Capítulo II, Título V, «Requisitos de los actos administrativos»

Motivar un acto es manifestar la razón que se ha tenido para dictarlo. Tal como se deduce del artículo comentado, consiste en la exposición de los hechos y fundamentos de derecho que sirven como razón del acto, lo que, como ha señalado el Tribunal Supremo, es un «instrumento que expresa la causa, motivo y fin de un acto administrativo y permite reconocer los hechos y razones jurídicas que impulsan el actuar de quien emana» (STS Sala Tercera, Sección Tercera, 9 de marzo de 1998 [RJ 1998, 2294])

Agúndez Fernández
,  dice que «la motivación consta del porqué y del para qué del acto»
En consonancia con lo expuesto el derecho a la tutela judicial efectiva (CE, art. 24) extensible con diverso alcance a los procedimientos administrativos, el principio de legalidad (CE 9.1 y 103), así como la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (CE, art. 9.3) y el respeto a la seguridad jurídica, imponen el deber de motivar –cuando así lo exige lo norma aplicable) los actos administrativos.

Se entiende por motivación la justificación del porqué del acto administrativo dado y, en algunos casos, de una disposición general (fundamentalmente, instrumentos de planeamiento).
Por ello es preciso destacar que la ligazón entre motivación o tutela judicial efectiva es directa (STS 9-2-87, RJ 2916; 25-6-1999, RJ 4343), configurándose aquélla como una   garantía esencial del administrado (AN 11-4-00, RJ 731).Así mismo la motivación de los actos administrativos es clave para el logro de la seguridad jurídica que debe imperar en las relaciones entre la Administración y los Administrados (TS 15-12-99, RJ 8994)

Una cosa que hay que tener muy en cuenta en este epígrafe es que una cosa es el motivo del acto y otra la motivación del mismo. Todo acto administrativo ha de basarse en unos motivos; pero la motivación lo que contiene es la exigencia formal de que se expresen las razones que sirven de fundamento a la decisión.
De aquí que la motivación esté sujeta al régimen de los defectos de forma, tal y como regula el art. 48.2 –hoy 63.2- LJRPAC (así, S de 28 de diciembre de 1989, Ar. 9232. Ponente: Barrio)

La falta de motivación es determinante de la anulabilidad por dar lugar a indefensión, en este sentido la sentencia de 9 de junio de 1983 (Ar. 3497 Ponente: Díaz Eimil) dice:

«acarrea una falta de motivación del acto administrativo, con infracción del art. 43, LPA, lo que, a su vez y como consecuencia de la indefensión que ello produce, en aplicación del art. 48.2 del mismo texto legal, determina la nulidad de actuaciones en que la resolución recurrida desemboca»


Fundamento.


La motivación cumple una triple funcionalidad:


1). Como exigencia que permite el control indirecto de la opinión pública: «se dispone y se ordena, pero al mismo tiempo se razona y se justifica para qué se hace aquello». Sirve para persuadir al destinatario del acto y prevenir eventuales impugnaciones.


2). La motivación permite determinar con mayor certeza y exactitud el conocimiento de la voluntad manifestada, constituyendo un elemento interpretativo valiosísimo según González Pérez
. 


3). Como medio para realizar el control jurisdiccional de los actos administrativos, función que es la generalmente destacada y no ha dejado de influir en el articulado de la antigua LPA y de la actual, al no exigir la necesidad de motivación respecto de ciertos actos excluidos de la fiscalización jurisdiccional.
En cuanto a los supuestos en los que la motivación es necesaria, a diferencia de los que ocurre en el Derecho Alemán en donde en el parágrafo 39 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, parte de la regla general de la necesidad de fundamentar todos los actos administrativos dictados o recogidos por escrito, explicitando las excepciones que procedan (fundamentalmente los supuestos en los que el contenido del acto ya es conocido por el destinatario [porque se admite su solicitud o porque ya tuvo conocimiento del mismo en el procedimiento], o los actos producidos en masa o con un destinatario plúrimo), nuestro sistema se construye sobre la afirmación de una lista de actos administrativos que deben ser motivados: Concretamente serán motivados «con sucinta referencia de hechos y fundamentos de Derecho» (art. 54.1 LRJPAC) los actos administrativos:


a). Cuando limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. (TS 26-11-82, RJ 7012; 14-10-82, RJ 5766; 14—11-84, RJ 6213; relativas a denegación de permisos de trabajo y autorizaciones).


b). Cuando resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos, reclamaciones previas en la vía judicial, recursos administrativos y procedimientos de arbitraje. Artículos  102 a 104 de LRJPAC; LGT art. 215.1 (TS 5-12-90, RJ 9633; 21-385, RJ 1422)


c). Cuando se separen de criterios del criterio seguido en actuaciones administrativas precedentes o del dictamen de órganos consultivos. (TS 5-10-98, RJ 7651)


d) Cuando acuerden la ampliación de plazos o la tramitación de urgencia.


e). Cuando acuerden la suspensión de actos por cualquiera de los motivos previstos o la adopción de medidas provisionales.


f). Cuando se dicten en ejercicio de potestades discrecionales. (TS 29-11-85, RJ 5574; 19-796, RJ 6039)


g). Cuando así lo disponga una norma legal o reglamentaria expresa (TSJ La rioja 27-11-00)
Conclusiones
Como hemos podido observar a lo largo de esta exposición, el acto administrativo ha venido perfilándose a lo largo de su evolución a la  par del desarrollo del concepto de Administración Pública y del mismo Derecho Administrativo.

Hemos podido comprobar igualmente que el Acto administrativo es un concepto básico del sistema y ordenamiento jurídico de las Administraciones públicas en palabras de la STS de 7 de mayo de 1.979.

Y que para legar a su estado actual ha pasado por una serie de depuraciones del concepto primitivo, tal como hemos señalado al estudiar los conceptos amplios y restringidos que del mismo se han vertido en este estudio. 

También hemos tomado conciencia que esas depuraciones han permitido desembocar en nuestro derecho en la regulación que de los mismos hace la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Común o Ley 30/92 con su reforma de la Ley 4/1.999, donde en sus Capítulos II, III y IV del Título V, que lleva por encabezamiento del mismo: “De las Disposiciones y Actos Admnistrativos”, donde se regulan de una manera no muy afortunada para muchos tratadistas las entrañas de los actos administrativos y así vemos que el Capítulo II establece de manera expresa los Requisitos de los actos administrativos, en el III, hace alusión a la Eficacia de los actos y en el Capítulo IV, se ordena la Nulidad y Anulabilidad de los actos. No queriendo decir que sólo y exclusivamente en esos títulos del Capítulo V se encuentre toda la normativización de los Actos Administrativos.

Con respecto a la regulación contenida en la Ley 30/92, hemos de decir que viene a ser una de las escasas regulaciones que del acto administrativo se encuentran en el Derecho Comparado, en el que al contrario el concepto se ha ido afinándose por vía jurisprudencial.

Ejemplo de ello lo tenemos en sendas sentencias del Tribunal Constitucional Alemán, la primera de 1 de abril de 1.971, que ha considerado actos administrativos a medidas declarativas aunque admitiesen prueba en contrario, relativas a un deslinde y la segunda de 24 de octubre de 1.990 para el que “la denegación de la revisión judicial de los actos de trámite no puede suponer para el recurrente perjuicios irrazonables, que no podría reparar en un proceso ulterior”.

También hay que hacer referencia a la posición de los actos administrativos en relación con los recursos, de los que constituyen en la mayoría de los casos la puerta de entrada a los mismos, al que hemos hecho una explicación dentro del concepto en el apartado referido a los actos y las actuaciones administrativas a efectos jurisdiccionales. 

También hemos estudiado como parte de este análisis los actos políticos o de gobierno, excluidos del control jurisdiccional cuyo concepto se ha ido restringiendo más para quedar reducido a su mínima expresión, pues dicho tema ya no tiene ni el sentido ni la profundidad con la que se le dotó en sus comienzos.

Han sido parte de este estudio las clases de actos administrativos contemplados desde distintos aspectos así por los efectos en la esfera jurídica de los ciudadanos, por sus efectos objetivos, por naturaleza del la declaración en que el acto consiste, por el objeto de la declaración y por el efecto temporal.

Sí hemos de decir que en este aprendizaje no hemos estudiado todas las clases de actos administrativos, por razones de tiempo y espacio.

Se han visto y analizado los elementos de los actos, siendo parte de este apartado los elementos subjetivos, los objetivos y los formales tal como se han venido estudiando desde largo tiempo por nuestra doctrina.

Hemos también de manifestar que para nuestro modesto entender y a los efectos de nuestro derecho el estudio del concepto amplio de acto administrativo al que venido haciendo alusión, cumple a cabalidad con su cometido y se ajusta perfectamente a los perfiles que doctrinal y jurisprudencialmente se  han estudiado, dándole el contenido y la eficacia que de los mismos se derivan.
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